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humanos en el sector de las materias primas en 
Colombia y Latinoamérica
Jan-Christian Niebank I Deniz Utlu
El Instituto
El Instituto Alemán de Derechos Humanos es 
la institución nacional independiente en materia 
de derechos humanos de Alemania. Está acre-
ditado conforme a los Principios de París de las 
Naciones Unidas (estatus A). Entre las tareas del 
Instituto destacan el asesoramiento político, la 
capacitación en derechos humanos, la informa-
ción y documentación, la investigación aplicada 
a los temas de derechos humanos, así como la 
cooperación con organizaciones internacionales. 
Su financiamiento proviene del Parlamento de 
Alemania. Además, el Instituto tiene la tarea de 
velar por la aplicación de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad 
de las Naciones Unidas y la Convención sobre 
los Derechos del Niño de las Naciones Unidas y 
con esa finalidad ha establecido los órganos de 
vigilancia correspondientes.
Los autores
Jan-Christian Niebank es un colaborador cientí-
fico del Instituto Alemán para los Derechos Huma-
nos en los campos de la economía y los derechos 
humanos. Entre sus áreas de trabajo están el 
deber de protección del Estado en relación con 
las empresas que realizan operaciones transna-
cionales, las obligaciones de debida diligencia en 
materia de derechos humanos por parte de las 
empresas a lo largo de toda la cadena de suminis-
tro y creación de valor, así como los mecanismos 
de ayuda eficaces para las personas afectadas por 
violaciones a los derechos humanos relacionadas 
con empresas. 
Deniz Utlu es un colaborador científico del Insti-
tuto Alemán para los Derechos Humanos en los 
campos de la economía y los derechos humanos. 
Entre sus principales áreas de trabajo están el 
comercio con materias primas, las cadenas de 
suministro, el análisis de impacto en materia de 
derechos humanos, las obligaciones de debida 
diligencia de las empresas, el fomento del comer-
cio exterior, la cooperación empresarial y la polí-
tica económica, en particular la austeridad.
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El sector energético alemán está estrechamente 
vinculado al sector minero colombiano: En Alema-
nia se importan grandes cantidades de carbón de 
Colombia, en particular el carbón procedente de 
las regiones de explotación carbonífera relevantes 
para la exportación en los departamentos colombi-
anos de Cesar y La Guajira. En un número redu-
cido de minas de carbón de estas dos regiones se 
explota el carbón que constituye casi la totalidad 
de las exportaciones colombianas. Exportaciones 
que también están destinadas al sector energético 
alemán.
¿Qué responsabilidad tienen los actores alemanes 
por los efectos y los riesgos que ocasiona la mine-
ría del carbón colombiana en materia de derechos 
humanos? Por ejemplo, a través de los impactos 
medioambientales provocados y la influencia en 
el desarrollo regional, los reasentamientos y en 
relación con las condiciones laborales.
Mediante el presente análisis basado en la 
bibliografía del tema y en numerosas entrevistas 
realizadas in situ se intenta dar respuesta a esta 
pregunta. En efecto, este análisis demuestra que 
se generan responsabilidades y posibilidades 
de acción tanto para las empresas como tam-
bién para los Estados al comienzo y al final de la 
cadena de suministro en lo que concierne a los 
efectos en materia de derechos humanos. Debido 
a la complejidad del entramado de actores, no 
en todos los casos resulta evidente quién es el 
responsable concreto por determinados actos 
ni el grado de responsabilidad. Se trata de una 
situación encajada en una estructura económica 
transnacional que deja vacíos en la protección de 
los derechos humanos. Además, incluso entre los 
actores colombianos a nivel nacional reina un gran 
desacuerdo acerca de la responsabilidad por la 
situación de los derechos humanos. La politización 
y la falta de objetividad del discurso predominante 
de los diferentes actores contribuyen a perpetuar 
los vacíos en cuanto a las responsabilidades. 
Para superar esos vacíos es imprescindible idear 
nuevas estrategias de acción. En general, en 
el análisis se aboga por un esfuerzo conjunto y 
transnacional por parte de las empresas y los 
Estados en ambos extremos de la cadena de 
suministro. Ambas partes deben aprovechar sus 
posibilidades de influencia y asumir sus responsa-
bilidades. Para reducir los riesgos en materia de 
derechos humanos, también se debería contar con 
la participación de las comunidades afectadas y 
las organizaciones de la sociedad civil. Con este 
fin, se debería aprovechar el potencial que tienen 
las instituciones nacionales de derechos humanos 
para facilitar el empoderamiento y la participación.
tras un análisis de la situación de los derechos 
humanos en los departamentos de Cesar y La 
Guajira en el contexto de la minería de carbón, en 
el presente estudio se presentan puntos de vista 
acerca de lo que podrían ser esas estrategias de 
acción.
Las empresas que operan en las regiones car-
boníferas podrían asegurar el cumplimiento 
de sus responsabilidades de respeto de los 
derechos humanos, por ejemplo, a través de la 
integración a sus procesos empresariales de 
conocimientos en la materia de organizaciones 
independientes y la realización de análisis de 
riesgos para los derechos humanos, indepen-
dientemente de las desventajas que ello podría 
ocasionarles como empresas. En estos casos, las 
empresas deberían acatar, en las medidas que 
les corresponda tomar, el orden jerárquico de 
Evitar – Reducir – Mitigar – Remediar.
tal como ya sucede en parte, las empresas impor-
tadoras en un extremo de la cadena de suministro 
podrían dialogar con sus proveedores y fomentar a 
través de proyectos en común in situ una integra-
ción de las culturas empresariales que se basen 
en una comprensión compartida de los derechos 
humanos. A partir de esa iniciativa, las empresas 
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podrían desarrollar procesos integrados comunes 
para actuar con la debida diligencia en materia de 
derechos humanos. Así, por ejemplo, se realiza-
rían análisis de riesgos y evaluaciones de impacto 
en los derechos humanos, se tomarían contra-
medidas eficaces, se actuaría con transparencia 
y voluntad de comunicación y se establecerían 
canales para dar respuesta a los reclamos. De 
este modo, se deberían abordar los riesgos y efec-
tos negativos para los derechos humanos que se 
originan en sus respectivas prácticas comerciales. 
La respuesta a dichos riesgos y efectos debería 
separarse de las actividades que no guarden 
relación directa alguna con su responsabilidad de 
respeto de los derechos humanos como, por ejem-
plo, el compromiso social general para mejorar 
las condiciones de vida de los habitantes in situ 
(si bien no siempre es posible separar claramente 
ambos tipos de actividades).
Los Estados receptores de las empresas podrían 
seleccionar iniciativas a largo plazo en sus planes 
de desarrollo regionales y preparar con suficiente 
antelación y transparencia lo que ocurrirá tras 
el cierre de las minas. Los Estados de origen 
de las empresas importadoras podrían influir 
en las condiciones generales de las actividades 
empresariales mediante procesos interministe-
riales, así como a través de la estrategia nacional 
sobre materias primas y el fomento del comercio 
exterior. Para garantizar la coherencia política 
horizontal, las políticas energéticas, medioam-
bientales y comerciales deberían tener en cuenta 
siempre los efectos sobre los derechos humanos 
en las regiones de extracción minera.
Las instituciones nacionales de derechos huma-
nos podrían concretizar la debida diligencia de las 
empresas a nivel regional mediante la cooperación 
transnacional y realizar actividades de vigilancia 
para garantizar el respeto a los derechos huma-
nos con los indicadores correspondientes, a fin 
de controlar las actividades económicas incluso 
a nivel transnacional y transmitir información a lo 
largo de la cadena de suministro. Además, pue-
den ayudar a establecer estructuras de diálogo 
exitosas entre las empresas y las comunidades. 
Las organizaciones de la sociedad civil disponen 
de conocimientos especializados valiosos gracias 
a su cercanía local y sus ramificaciones globales. 
Como expertos independientes, pueden apoyar 
a las empresas en la estimación correcta de los 
efectos de las actividades comerciales y, asi-
mismo, informar y movilizar a la opinión pública.
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1 Introducción
La economía energética alemana cubre aproxi-
madamente un cuarto de sus necesidades de car-
bón con importaciones desde Colombia. De este 
modo, Colombia se constituye como el segundo 
proveedor más importante de carbón de Alemania 
después de Rusia. Las cadenas de suministro de 
las empresas alemanas y europeas están est-
rechamente vinculadas con la minería de carbón 
colombiana. Por tanto, las empresas participantes 
y los organismos del Estado en ambos extremos 
de la cadena de suministro son responsables de 
los efectos de la producción carbonífera sobre 
los derechos humanos en las zonas de extracción 
minera, en particular en los departamentos colom-
bianos de Cesar y La Guajira. Estos efectos reper-
cuten sobre todo en el medio ambiente, en los 
reasentamientos y las migraciones, en el conflicto 
armado entre el Estado y grupos armados ilega-
les, en las condiciones laborales en las empresas 
mineras, así como en sus proveedores y el desar-
rollo económico regional. 
tras una breve introducción sobre el sector minero 
colombiano (Capítulo 2) y una presentación a 
manera de resumen de los perjuicios reales y 
potenciales para los derechos humanos (Capí-
tulo 3), en este análisis se exponen las posibili-
dades de una cooperación transnacional de los 
actores en materia de protección de los derechos 
humanos en el sector carbonífero con el fin de 
reducir los riesgos para los derechos humanos y 
reforzar los mecanismos de ayuda (Capítulo 4). 
Dado que los efectos sobre los derechos humanos 
en las zonas de extracción de carbón de Colom-
bia tienen causas transnacionales, es razonable 
elaborar también estrategias transnacionales con 
el fin de contrarrestar estos efectos y prevenirlos 
en todos los casos posibles. El objetivo de este 
estudio consiste en mostrar las responsabilida-
des y obligaciones de cada uno de los actores en 
el manejo de los riesgos y las consecuencias en 
materia de derechos humanos en la minería de 
carbón y generar propuestas para que las insti-
tuciones nacionales de derechos humanos, los 
Estados y las empresas (Capítulo 5) puedan hacer 
frente a sus responsabilidades y obligaciones de 
mejor manera.
El análisis se basa en la valoración de la bibliogra-
fía sobre el tema,1 la cooperación con científicos 
colombianos para incluir las perspectivas de la 
investigación local,2 así como conversaciones con 
expertos,3 seminarios y conversaciones de los 
grupos de enfoque con los actores involucrados 
en Colombia, entre los que se hallan los grupos de 
personas afectadas.4 Además de una recopilación 
de datos cualitativa, estos esfuerzos tienen como 
objetivo reunir a los actores relevantes para una 
1 Véase la obra del instituto Alemán para los Derechos Humanos (se publicará próximamente): Fallbeispiele zu Menschenrechtsproblemen 
im kolumbianischen Bergbau (Casos de estudio de problemas en materia de derechos humanos en el sector minero colombiano).
2 Con este fin, el instituto Alemán para los Derechos Humanos encargó una investigación basada en preguntas clave a un organismo de 
investigación local llamado Centro Regional de Empresas y Emprendimientos Responsables (CREER) y a un abogado colombiano especia-
lizado en medio ambiente y derechos humanos llamado Carlos Acosta. Dichas preguntas clave se relacionan con el marco económico (i) y 
normativo (ii) del sector minero de Colombia, así como con casos de estudio (iii) para las operaciones empresariales que tuvieron efectos 
perjudiciales en materia de derechos humanos.
3 Para triangular los primeros resultados obtenidos a partir de la investigación bibliográfica, los autores de este análisis se reunieron en 
noviembre de 2015 con una serie de expertos del ámbito de la economía, de la sociedad civil y del Estado. 
4 En mayo de 2016 tuvieron lugar un total de seis seminarios en Cesar y La Guajira realizados por el instituto Alemán para los Derechos 
Humanos, la Defensoría (la institución nacional de derechos humanos de Colombia) y el centro regional CREER. Se conversó de forma 
separada con las comunidades afectadas, las autoridades del Estado, los representantes de un sindicato y las empresas Drummond y 
Cerrejón. El centro regional CREER, el instituto Alemán para los Derechos Humanos y la Defensoría documentaron los resultados. Con el 
fin de asegurar la honestidad de las conversaciones, se evitó realizar grabaciones.
iNtRoDUCCióN 9
cooperación transnacional también con la institu-
ción nacional de derechos humanos de Colombia, 
es decir, la Defensoría del Pueblo (Defensoría).
El análisis se limita al sector carbonífero relevante 
para la exportación en Colombia. Dado que el 
sector energético alemán importa grandes canti-
dades de carbón de Colombia, este segmento del 
sector era ideal para considerar la cooperación de 
los actores en los Estados de origen y los Esta-
dos receptores de las empresas. En este caso, el 
concepto de «Estado de origen» se aplica también 
a las empresas importadoras, incluso si estas 
realizan pocas operaciones o ninguna operación in 
situ. Se consideraron los puntos de vista econó-
micos en la medida en que parecían ser relevan-
tes para el desarrollo económico y los derechos 
humanos. El análisis de los derechos humanos, así 
como de las responsabilidades resultantes de los 
actores, se limita a las convenciones internaciona-
les sobre derechos humanos y otros documentos 
de las Naciones Unidas, es decir, en particular 
al Pacto social, al Pacto civil, a la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
pueblos indígenas, a los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas para la economía y los derechos 
humanos y las normas del trabajo fundamentales 
de la organización internacional del trabajo (oit), 
así como el Convenio 169 de la oit. Para definir 
las responsabilidades de cada uno de los actores 
resulta adecuado recurrir sobre todo a los Prin-
cipios Rectores de las Naciones Unidas, ya que 
estos resumen el statu quo del Derecho internacio-
nal y gozan de un alto grado de legitimidad gracias 
a la aprobación unánime en el Consejo de Dere-
chos Humanos.
Como resultado, tanto a las empresas mineras in 
situ como también a las empresas importadoras 
en los Estados de origen y a los Estados en ambos 
extremos de la cadena de suministro les corres-
ponde una responsabilidad respecto a los efectos 
en materia de derechos humanos y todas las 
partes interesadas pueden participar para reducir 
los riesgos: las organizaciones de la sociedad civil 
y las comunidades afectadas5 pueden contribuir 
a despolitizar los conflictos entre los actores y 
restablecer una discusión más objetiva. Las insti-
tuciones nacionales de derechos humanos con sus 
raíces en la protección de los derechos humanos 
a nivel nacional y su capacidad para establecer 
redes a escala global tienen el potencial de situar 
a los actores en una relación de igual a igual 
mediante la transmisión de información y su domi-
nio especializado en materia de derechos huma-
nos y concretar las obligaciones en esta materia, 
haciendo énfasis en las obligaciones del Estado.
5 En este estudio se hará referencia al concepto de «comunidades locales» utilizando simplemente el término «comunidades». 
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2 Sector minero en Colombia
2.1 El sector
El sector de las industrias extractivas relevantes 
para la exportación en Colombia se centra en cua-
tro clases de materias primas: petróleo, carbón, 
oro y ferroníquel.6 El porcentaje del sector en el 
producto interno bruto de Colombia se ha casi 
duplicado entre los años 2000 y 2012. Por ello 
se habla muchas veces también del boom de los 
minerales.7 
Las exportaciones de petróleo se han casi tripli-
cado (pasando de 17 a 50 millones de toneladas).8 
El ferroníquel se extrae de una sola mina en Cerro 
Matoso, manteniéndose constantes las cantidades 
extraídas a lo largo de los años entre 100.000 y 
125.000 toneladas.9 En el sector aurífero resulta 
más difícil hablar de una tendencia. Gran parte de 
la minería del oro es realizada por pequeños mine-
ros.10 Estos mineros reaccionan con flexibilidad a 
las variables exógenas como, por ejemplo, el pre-
cio del oro y los precios de los demás productos 
con los que pueden negociar. Así se puede partir 
de una relación directa entre el comercio del oro 
y el comercio de drogas: al bajar los precios del 
oro aumenta el cultivo de drogas.11 Desde el año 
2006, las exportaciones de oro han aumentado 
bruscamente, pasando de unos 17.000 kg en 2006 
a 76.000 kg en 2012. tras la caída de los precios 
del oro en el mercado mundial, en efecto, las 
exportaciones se han reducido a 48.000 kg (2014) 
pero se mantienen, sin embargo, en un nivel 
relativamente alto. Por lo tanto, la importancia del 
sector aurífero para el volumen total de exporta-
ciones de Colombia es menor a la importancia del 
sector carbonífero. No obstante, constituye entre 
un 3,5 y un 4,5 por ciento del balance total.12 
Asimismo, el porcentaje de las exportaciones 
de carbón en el volumen de exportación total ha 
aumentado fuertemente en el mismo período de 
tiempo. En el año 2009, las exportaciones de car-
bón representaron aproximadamente un 17 % de 
todas las exportaciones colombianas, duplicando 
la cantidad que se exportaba en los años noven-
ta.13 No obstante, su contribución a las exportacio-
nes hasta el año 2013 se redujo a poco menos del 
12 %, si bien se observa una tendencia ascendente 
desde entonces.14 En efecto, la contribución de 
los sectores carboníferos y de los metales tiene 
menor importancia en el PiB que la del petróleo, 
pero en algunas regiones particulares la mine-
ría de carbón o la minería del oro constituyen 
la mayor parte de la producción.15 A nivel global 
puede asegurarse que el carbón, con un porcen-
taje superior al 13 % de las exportaciones, posee 
una gran relevancia para las exportaciones netas 
colombianas.16 Las proyecciones para el año 2035 
indican que, con el agotamiento de los yacimien-
tos de carbón, este porcentaje descenderá y en 
6 Sobre la minería del níquel en la mina Cerro Matoso, la Defensoría ha publicado un extenso estudio. Véase al respecto Defensoría del 
Pueblo (2014).
7 Véase El Espectador (2014).
8 Véase Acosta (2016), página 2.
9 Véase El Espectador (2015).
10 Véase Massé / Munevar (2016).
11 Véase Massé / Munevar (2016), quienes hablan de los efectos de sustitución entre el sector del oro y el sector de la droga.
12 Véase Acosta (2016), página 3. 
13 ibídem Acosta (2016).
14 ibídem.
15 ibídem.
16 Por exportaciones netas se entiende la diferencia entre el volumen de exportaciones y el volumen de importaciones de una economía 
nacional.
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las regiones correspondientes se deberá intentar 
explotar otros sectores de la actividad económica. 
Desde el punto de vista de los derechos humanos, 
esta situación futura también implica consecuen-
cias para la forma de actuar tanto del Estado 
como de las empresas en la actualidad (véase el 
apartado 4.2).
Gran parte de la minería de carbón tiene lugar 
en los departamentos de Cesar y La Guajira. En 
Cesar, los ingresos procedentes de las exportacio-
nes de carbón constituyeron casi el 50 % del PiB 
en el año 2014, mientras que, en La Guajira, esos 
ingresos constituyeron casi un 40 % del PiB de ese 
mismo año.17 Cerrejón, la mayor mina de carbón 
a cielo abierto de Latinoamérica, está situada en 
La Guajira.18 Casi la mitad de la población de La 
Guajira es indígena.19 Al mismo tiempo, según el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadís-
tica (DANE) del Estado, esta región es una de las 
más pobres del país.20 Esto se confirma también 
con el índice de Pobreza Multidimensional21 que 
indica un déficit de casi 97 % en los sectores de 
educación, salud y calidad de vida en las zonas 
rurales: a partir del 50 % se considera que se vive 
una situación de pobreza seria. En Cesar, desde el 
año 1997 se han desplazado casi 200.000 per-
sonas y en La Guajira, aproximadamente 70.000. 
Estos desplazamientos guardan una estrecha 
relación con el conflicto armado.22
El porcentaje de población indígena y afrocolom-
biana en las regiones con actividades licenciadas 
de minería de carbón se considera muy alto, dado 
que llega hasta un 50 %. En las grandes minas 
(minería a gran escala), un 3 % de los trabajado-
res23 tienen raíces indígenas o afrocolombianas.24 
Un 3 % de los trabajadores son mujeres. En las 
minas pequeñas y de tamaño mediano, el porcen-
taje de trabajadores indígenas y afrocolombianos 
se sitúa en el 5 % y el de las mujeres, en un 10 %.25 
Desde el punto de vista de los derechos humanos 
se debe prestar especial atención a los derechos y 
a las necesidades, así como también a los desa-
fíos a los que se enfrentan las personas que perte-
necen a grupos de la población que están sujetos 
a un mayor riesgo de vulnerabilidad y marginaliza-
ción. En particular, es preciso tener en cuenta los 
diferentes riesgos a los que están expuestos las 
mujeres y los hombres, así como los niños y los 
jóvenes.26 En el caso de las minas a cielo abierto 
de gran escala esto repercute sobre todo en las 
comunidades circundantes.
2.2 Las empresas
La minería de carbón relevante para las exporta-
ciones en las regiones de Cesar y La Guajira se 
realiza en su mayor parte en forma de explota-
ción minera con licencia y en grandes superficies 
(minería a gran escala) para la extracción del 
carbón mineral cerca de la superficie en minas a 
cielo abierto (open pit). En Cesar, las empresas 
Drummond, Glencore/Prodeco, Murray y Carib-
bean Resources se dedican a este tipo de minería. 
En La Guajira opera la empresa Cerrejón. todas 
las empresas que explotan carbón de las minas 
relevantes para la exportación son empresas ext-
ranjeras o sus filiales colombianas.
La industria energética de Alemania está en estre-
cha relación con el sector carbonífero de Colom-
bia. Además de los «Big Four», es decir, los cuatro 
grandes proveedores de energía en Alemania RWE, 
17 Véase Acosta (2016), página 2. 
18 Véase CREER (2016), página 36.
19 Véase DANE (2010), página 2. 
20 Véase CREER (2016), página 7. 
21 El índice de pobreza multidimensional es un indicador desarrollado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) que 
mide la pobreza teniendo en cuenta cinco indicadores en particular, entre los que se encuentran la salud, las oportunidades de trabajo y 
la calidad de vida. Para más información, véase el Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas (sin año): índice de pobreza multidi-
mensional (iPM). http://hdr.undp.org/en/content/multidimensional-poverty-index-mpi (consultado el 02/06/17).
22 Véase Hamm / Schax (2014), página 22.
23 Véase CREER (2016), página 19.
24 Véase Balch (2013).
25 Véase CREER (2016), página 11.
26 Sin embargo, esta problemática especial no será objeto de un análisis por separado en este estudio.
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Vattenfall Deutschland, E.oN y EnBW (Energie 
Baden-Württemberg), también participan otras 
empresas alemanas como, por ejemplo, la compa-
ñía StEAG de la ciudad de Essen, el quinto mayor 
productor alemán de energía eléctrica. Según el 
sistema de información sobre el sector minero en 
Colombia (Sistema de información Minero Colom-
biano – SiMCo), en 2013 más de la mitad de 
todas las exportaciones de carbón colombianas se 
dirigieron a Europa.27
Según la oficina Federal de Estadísticas de Alema-
nia, en el año 2014, la demanda de energía de Ale-
mania fue cubierta hasta en un 42 % con carbón 
mineral y lignito. En el año 2013 se importaron 
7.884.000 toneladas de carbón de Colombia para 
centrales eléctricas de carbón en Alemania. Así, 
después de Rusia, Colombia es el segundo pro-
veedor de carbón más importante de Alemania y 
cubre aproximadamente una cuarta parte de la 
demanda nacional total.28
A modo de resumen, se puede asegurar que la 
minería de carbón relevante para las exportacio-
nes no solo tiene lugar en Cesar y La Guajira, si 
bien se trata de las dos regiones principales, y 
está en manos de empresas de Estados Unidos, 
Canadá, Suiza, Gran Bretaña y Sudáfrica. En este 
caso, las empresas alemanas son importantes 
sobre todo como importadoras.
27 Véase PAX (2014), página. 75. 
28 Véase Bundesanstalt für Geowissenschaften und Rohstoffe (2014), página 27.
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Drummond es una empresa minera estadounidense que tiene una mina en 
el estado de Alabama en Estados Unidos y una mina en Colombia. Además, 
Drummond dispone en Colombia de su propio puerto llamado Puerto Drum-





Prodeco es una empresa colombiana, pero pertenece en un 100 % a Glencore 
plc, uno de los mayores consorcios de materias primas del mundo que tiene 
su sede en Suiza. En Colombia, Glencore dispone a través de Prodeco de dos 
minas de carbón en Cesar y una tercera parte de la mina de Cerrejón.30
Murray Energy 
Corporation
Según sus propias declaraciones, Murray Energy Corporation es la mayor 
empresa minera de carbón de Estados Unidos, donde lleva a cabo también la 
mayor parte de sus operaciones. En 2015 adquirió las minas de carbón de Gold-




Caribbean Resources Corporation, denominada anteriormente Pacific Coal, es 
una empresa minera canadiense dedicada a la adquisición, exploración y pro-
ducción de carbón en Colombia.32 Esta empresa es propietaria de dos minas en 
Cesar y una en Boyacá.33
Cerrejón (La 
Guajira)
Cerrejón es la mayor mina de carbón mineral a cielo abierto de Latinoamérica 
y la décima mina más grande del planeta.34 BHP Billiton, Anglo American y 
Glencore poseen respectivamente una tercera parte de esta empresa.35 BHP 
Billiton extrae minerales metálicos y minerales que se usan para la producción 
de energía y tiene sus sedes principales en Australia y Gran Bretaña. Además 
del carbón, Anglo American extrae también metales y los procesa, así como 
diamantes. Esta empresa tiene su sede en Londres y cotiza sus acciones en 
la bolsa de esa ciudad, así como también en la bolsa de Sudáfrica.36 En 2016, 
Anglo American anunció la venta de su participación en Cerrejón, lo que permi-
tiría su adquisición por parte de BHP Billiton y Glencore.37
29 Véase Drummond LtD. Colombia (sin año).
30 Véase Prodeco (2016).
31 Véase the Wall Street Journal (2015).
32 Véase Finance Colombia (2016).
33 Véase Caribbean Resources (sin año). 
34 Véase Mining-technology.com (2013).
35 Véase CREER (2016), página 36.
36 Véase Cerrejón (sin año): our Company. 
37 Véase Bloomberg (2016).
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3 Derechos humanos y desarrollo en la 
 minería de carbón colombiana
En publicaciones en inglés de libre circulación 
entre los años 2010 y 2017 hemos encontrado 
28 casos de estudio que describen los efectos 
perjudiciales de la minería de carbón en Colombia 
en materia de derechos humanos. Según estas 
publicaciones, las actividades empresariales 
afectan numerosos derechos: el derecho a la vida, 
el derecho a la libertad y la seguridad, el derecho 
a la libertad de reunión, el derecho a la libertad de 
asociación, el derecho a una calidad de vida ade-
cuada, los derechos de consulta de los pueblos 
indígenas, el derecho a la propiedad, el derecho 
a la libre circulación, el derecho a recibir indem-
nizaciones, el derecho a la salud y el derecho al 
trabajo.38 
El presente análisis estudia las posibilidades 
de que los actores internacionales puedan dis-
minuir los riesgos para los derechos humanos 
en el sector minero colombiano a través de su 
cooperación y puedan también contrarrestar sus 
efectos perjudiciales. Ante esta situación, nos 
pareció útil desde un punto de vista metodológico 
situar el propio análisis en el contexto de dicha 
cooperación. Con este fin, el instituto Alemán para 
los Derechos Humanos, la institución nacional 
alemana de protección de los derechos humanos, 
realizó visitas de campo a las regiones carboní-
feras colombianas relevantes para la exportación 
junto con la Defensoría del Pueblo, la institución 
nacional colombiana de protección de los dere-
chos humanos.39 Ambas instituciones nacionales 
de derechos humanos fueron acompañadas por el 
Centro Regional de Empresas y Emprendimientos 
Responsables (CREER), un organismo de investiga-
ción que ha realizado una amplia estimación de las 
consecuencias para los derechos humanos en el 
sector minero de Colombia y, por lo tanto, conoce 
muy bien a las diferentes partes interesadas. Por 
medio de este planteamiento se descubrió un 
complejo entramado de relaciones: el instituto 
Alemán para los Derechos Humanos efectúa inter-
cambios de ideas con las empresas importadoras 
de carbón de Alemania y con el Gobierno alemán, 
en particular con el Ministerio Federal de Coo-
peración Económica y Desarrollo. Por su parte, a 
través de sus oficinas en las regiones, la Defen-
soría colombiana tiene la posibilidad de ponerse 
en contacto con las empresas mineras in situ. 
Además, la Defensoría recibe los reclamos de las 
comunidades y de esta forma mantiene relaciones 
con los grupos afectados.40
La delegación, integrada por instituciones nacio-
nales de derechos humanos de Alemania y Colom-
bia, así como el organismo de investigación local 
CREER, organizó conversaciones de los grupos 
focales por separado con diferentes partes 
38 Véase la obra del instituto Alemán para los Derechos Humanos (se publicará próximamente): Fallbeispiele zu Menschenrechtsproblemen 
im kolumbianischen Bergbau (Casos de estudio de problemas en materia de derechos humanos en el sector minero colombiano).
39 El instituto Alemán para los Derechos Humanos ha establecido la cooperación conforme a este modelo para la colaboración transnacio-
nal en los campos de la economía y los derechos humanos [véase instituto Alemán para los Derechos Humanos (2014): transnational 
Cooperation in Business and Human Rights. A model for analysing and managing NHRi networks (Cooperación transnacional en comercio 
y derechos humanos. Un modelo para analizar y gestionar las redes de instituciones nacionales de derechos humanos). http://www.
institut-fuer-menschenrechte.de/fileadmin/_migrated/tx_commerce/transnational_Cooperation_in_Business_and_Human_Rights._A_
model_for_analysing_and_managing_NHRi_networks.pdf (consultado el 13/03/17)]. 
40 Véase instituto Alemán para los Derechos Humanos (2017): Good Practice NMRi Kooperation: Die Zusammenarbeit des Deutschen 
instituts für Menschenrechte mit der Defensoría del Pueblo (Buenas prácticas en la cooperación con instituciones nacionales de derechos 
humanos: la colaboración del instituto Alemán para los Derechos Humanos con la Defensoría del Pueblo).
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involucradas en La Guajira y Cesar: las comuni-
dades de Cesar41 y La Guajira42, las organizacio-
nes de la sociedad civil de Cesar43, las empresas 
mineras Drummond de Cesar44 y Cerrejón de La 
Guajira45, así como con las autoridades nacionales, 
en este caso en particular con ANLA, Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales, que es la 
agencia de protección medioambiental del Estado, 
y las autoridades regionales de Cesar y La Guajira 
en materia de medio ambiente Corpocesar46 y 
Corpoguajira.47
3.1 Efectos y riesgos 
en materia de derechos 
humanos
En las visitas realizadas, las comunidades descri-
bieron como su mayor preocupación los efectos 
de la minería de carbón sobre el medio ambiente, 
así como las amenazas de reasentamiento. En ese 
sentido se vislumbraron también claras líneas de 
conflicto frente a las empresas y las autoridades 
del Estado. En este caso no se trata solamente de 
conflictos de intereses, sino también de diferentes 
puntos de vista sobre los efectos y evaluacio-
nes contradictorias respecto a las causas de los 
problemas. Se hizo evidente la gran desconfianza 
de las comunidades frente a las empresas y las 
autoridades del Estado y viceversa.
Medio Ambiente: En primer lugar, se constata al 
leer los informes de las partes interesadas que la 
minería de carbón en general tiene efectos nega-
tivos sobre el medio ambiente que pueden estar 
vinculados también con consecuencias indesea-
bles para los derechos humanos.48 Los cambios en 
el medio ambiente como, por ejemplo, el deterioro 
de la calidad del aire y la disminución del nivel 
freático repercuten de forma perjudicial sobre los 
derechos humanos. En particular se dificulta y se 
impide la aplicación del derecho a una calidad de 
vida adecuada y del derecho al nivel de salud más 
alto posible (artículos 11 y 12 del Pacto social).49 
La gravedad de la vulneración de los derechos 
humanos no depende solo del tipo de causa, sino 
también de las condiciones in situ. En regiones 
áridas como La Guajira, por ejemplo, la disminu-
ción del nivel del nivel freático o el desvío de los 
ríos puede dificultar aún más el acceso al agua 
potable.50 Pero no solo las comunidades que viven 
en la zona de influencia de las minas sufren estas 
consecuencias negativas, también en territorios 
lejanos puede tener lugar una disminución del 
volumen de agua disponible. Los daños sanitarios, 
desde enfermedades de las vías respiratorias 
hasta cáncer, reportados por las comunidades de 
la zona de influencia de las minas son consecuen-
cia de múltiples exposiciones a diferentes factores 
por naturaleza y, por tanto, raramente pueden 
atribuirse de forma exclusiva a una actividad 
empresarial específica.51 
Las comunidades de La Guajira y Cesar que par-
ticiparon en las conversaciones consideraron que 
las empresas mineras tienen una responsabilidad 
directa por la creciente prevalencia de reclamos 
de salud presentados por los habitantes del lugar. 
Además, una de las participantes reprochó a las 
empresas su falta de responsabilidad en materia 
de salud porque presionan a los médicos que 
trabajan en la región minera para que se nie-
guen a dar tratamiento a los miembros de estas 
comunidades. otros participantes manifestaron 
su acuerdo con esta afirmación. Las empresas 
rechazaron estas acusaciones. Asimismo, las 
empresas no ven una relación entre su consumo 
del agua y la escasez de agua en las regiones. La 
41 Véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con comunidades de Cesar.
42 Véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con comunidades de La Guajira.
43 Véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque con la sociedad civil de Cesar.
44 Véase el acta de la conversación con la empresa Drummond de Cesar.
45 Véase el acta de la conversación con la empresa Cerrejón de La Guajira.
46 Véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con las autoridades del Estado de Cesar.
47 Véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con las autoridades del Estado de La Guajira.
48 Véase oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (sin año).
49 Véase Fundación Max Planck (2016).
50 Véase Contraloría (2014).
51 Véase Contraloría (2014).
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discusión en torno a los efectos medioambientales 
de la minería de carbón (en ambos extremos de la 
cadena de suministro y en todos los actores) está 
politizada en gran medida y caracterizada por la 
desconfianza.52
Las mejor situadas para conocer los efectos de la 
minería de carbón sobre el medio ambiente son 
las empresas que operan en el lugar, dado que 
disponen de la información sobre las cantidades 
extraídas y la tecnología y, además, según sus 
propias declaraciones, efectúan mediciones de la 
calidad del aire. Las empresas importadoras de 
carbón (en el Estado de origen) están muy lejos 
de las operaciones y no tienen acceso directo a la 
información de sus proveedores. Al mismo tiempo, 
las empresas importadoras están en estrecho 
contacto con sus proveedores y podrían al menos 
influir en ellos en cierta medida (véase al respecto 
el Capítulo 4). Sin embargo, debido a la lejanía del 
lugar donde se realizan las operaciones, en gene-
ral se produce un vacío en materia de responsabi-
lidad de las empresas en los Estados de origen.
Reasentamientos: En la minería a cielo abierto 
sobre grandes superficies como la que se practica 
en Cesar y La Guajira, los habitantes que viven 
cerca de la mina deben cambiar su lugar de resi-
dencia de tiempo en tiempo. Esto guarda relación 
con el hecho de que se llevan a cabo expansiones 
de la mina o se abren nuevos tajos debido al ago-
tamiento del mineral. 
Los representantes de las comunidades de 
Cesar y La Guajira expusieron los problemas 
relacionados con los reasentamientos en las 
conversaciones celebradas en esas regiones. Un 
representante de La Guajira habló de sus expe-
riencias con la violencia desatada durante un rea-
sentamiento cuando se negó a abandonar su casa. 
De igual modo, se le arrebataron sus pertenencias 
que hasta la fecha no le han sido devueltas.53 
Algunas de las comunidades de La Guajira que ya 
habían sido reasentadas, estaban descontentas 
con las condiciones de vida y de vivienda en el 
nuevo lugar; se elevaron quejas por la ausencia 
de suministro de agua potable contaminada, la 
insuficiencia de tierras disponibles para la agricul-
tura y el mal estado de la carretera que conducía 
a esos lugares. Además, debido a la insuficiencia 
de tierras para desarrollar sus actividades produc-
tivas no podrían ganar suficiente dinero para pagar 
los servicios públicos, como la electricidad, por lo 
cual muchas familias debían vivir sin ella.54
 En Cesar, una de las comunidades se encontraba 
frente a un reasentamiento inminente. El represen-
tante de esta comunidad reclamó que las discusio-
nes en torno al reasentamiento habían provocado 
divisiones sociales dentro de la comunidad. En 
todas estas comunidades vive una población afro-
colombiana que en Colombia, al igual que los gru-
pos indígenas, dispone de derechos de consulta 
especiales.55 Los representantes de dos comuni-
dades de La Guajira y una comunidad de Cesar 
reclamaron que el origen afro de su comunidad no 
52 Véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con comunidades de Cesar; véase el acta de las conversaciones de los 
grupos de enfoque con las autoridades del Estado de Cesar; véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con las autori-
dades del Estado de La Guajira; véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque con la sociedad civil de Cesar; véase el acta de 
la conversación con la empresa Drummond de Cesar; véase el acta de la conversación con la empresa Cerrejón de La Guajira.
53 En algunos casos, los reasentamientos ocurren con violencia ejercida por empresas de seguridad privadas o por la policía. En tales casos 
se viola también el derecho a la integridad física [véase al respecto Wright (2014); véase el Arbeitsgruppe Schweiz Kolumbien (2007)].
54 Véase sobre el tema de «vivienda adecuada» y «desalojos forzados»: UN, Committee on Economic, Social and Cultural Rights (1997): 
General Comment 7 (Comité de las Naciones Unidas sobre derechos económicos, sociales y culturales (1997): Comentario general 7); 
véase también del instituto Alemán para los Derechos Humanos (2014): information anlässlich des Berichts der Sonderberichterstatterin 
für angemessenes Wohnen, Raquel Rolnik (información con motivo del informe de Raquel Rolnik, Relatora Especial de las Naciones Unidas 
sobre vivienda adecuada). http://www.institut-fuer-menschenrechte.de/fileadmin/_migrated/tx_commerce/information_der_Abtei-
lung_int_Menschenrechtspolitik_anlaesslich_des_Berichts_der_Sonderberichterstatterin_fuer_angemessenes_Wohnen_Raquel_Rolnik.
pdf (consultado el 06/02/17). 
55 Según la Convención 169 de la oit, los pueblos indígenas tienen derecho a la consulta previa cuando sus derechos colectivos y sus inte-
reses comunitarios pudieran ser perjudicados por iniciativas como proyectos de exploración y actividades mineras. Al haber ratificado la 
Convención 169 de la oit en 1991, Colombia tiene la obligación de cumplir con sus normas. En Colombia están vigentes los derechos de 
consulta de los pueblos indígenas y los grupos afrocolombianos y el Estado tiene el deber de respetarlos, protegerlos y garantizarlos. Para 
leer un resumen del marco legal en Colombia, véase el documento del Ministerio del interior (2013), página 9.
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era reconocido (lo que atenta contra su derecho a 
la autoidentificación). Esto habría provocado que 
se les negara el derecho a la consulta previa, a 
pesar de que las actividades mineras afectaban su 
espacio vital de manera significativa.56 Desde el 
punto de vista de las comunidades, las negociacio-
nes con las empresas acerca de las condiciones 
del reasentamiento no se realizaban en condicio-
nes de igualdad y el Estado se encontraba ausente 
o tomaba partido por las empresas.57 Mientras que 
las empresas Cerrejón y Drummond muestran la 
imagen de un proceso ejemplar y particularmente 
participativo en relación con los reasentamien-
tos,58 las personas afectadas y las organizaciones 
de la sociedad civil, que se consideran como 
representantes de los afectados, denuncian 
enormes violaciones a los derechos humanos.59 
En conjunto se observa que las posiciones de los 
actores in situ se han endurecido fuertemente y 
dejan poco margen para el diálogo. Los involucra-
dos consideraron que la institución nacional de 
derechos humanos tenía el mayor potencial de 
mediación. Los importadores, es decir, las empre-
sas alemanas y los países europeos, no fueron 
mencionados en las conversaciones.
Condiciones laborales: Los representantes de 
las comunidades que participaron en los grupos 
focales en Cesar y La Guajira manifestaron que 
prácticamente ningún miembro de sus respectivas 
comunidades trabajaba en las minas. Una de las 
comunidades habló de una sola persona que tra-
bajaba en las minas y en otra comunidad se afirmó 
que ninguno de sus miembros había encontrado 
empleo en las empresas mineras. 
Los representantes sindicales, con los cuales 
el instituto, la Defensoría y CREER hablaron en 
Cesar, criticaron las medidas preventivas tomadas 
por las empresas para proteger a sus trabajadores 
contra enfermedades causadas por las condicio-
nes de trabajo que podrían provocar daños a largo 
plazo.60 Los sindicatos informaron de cientos de 
trabajadores mineros enfermos61 y expresaron 
que las enfermedades de origen laboral62 son 
ignoradas en gran medida por las empresas. Estos 
actores manifiestan que no existe un plan desti-
nado a la salud laboral o al menos no se pone en 
práctica. Además, manifestaron que las empresas 
no cumplen con su obligación de reconocer las 
enfermedades de origen laboral y por eso carecen 
de medidas para mejorar las condiciones laborales 
de sus operaciones.63 Además, según las declara-
ciones de los sindicatos, las empresas extractoras 
de carbón en la región han socavado repetida-
mente el derecho a huelga sin que el Estado haya 
56 Véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con comunidades de Cesar; véase también el acta de las conversaciones 
de los grupos de enfoque con comunidades de La Guajira.
57 Asimismo, las consultas se llevan a cabo con frecuencia únicamente después de que ya se han tomado decisiones preliminares relevantes 
[véase Hernández/Salcedo/Arango (2015); véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con comunidades de Cesar; 
véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con comunidades de La Guajira]. 
58 Véase Cerrejón (sin año); véase Drummond LtD. Colombia (sin año).
59 Véase Acevedo (2014).
60 En efecto, en el sector carbonífero formal de grandes superficies ocurren muchos menos accidentes que en la minería subterránea infor-
mal. Sin embargo, también en la minería a cielo abierto hay riesgos para la seguridad que deben contrarrestarse con medidas preventivas 
adecuadas. Según los datos reunidos por la Agencia Nacional de Minería, entre 2005 y 2016 ha habido al menos 875 «emergencias», 
1.061 muertes y 586 heridos en todo el sector minero colombiano. El 81 % de los incidentes ocurrió en la minería de carbón. El 74 % tuvo 
lugar en el sector formal. El 94 % de todos los incidentes sucedió en la minería subterránea [véase Agencia Nacional de Minería (2016)].
61 Dado que muchos de los trabajadores del sector de la minería de carbón están expuestos a fuertes vibraciones, ruidos extremos, cargas 
físicas enormes y al polvo del carbón, el riesgo de daños permanentes para la salud es particularmente elevado [véase Peñuela (2013); 
véase Robledo (2016)].
62 Según datos de las oNG, tienen lugar muchos casos de agotamiento crónico, dolores de espalda, silicosis (enfermedad causada por la 
inhalación del polvo de sílice), artrosis y pérdida de audición [véase Butler (2012); véase también el apartado 4.1.]. 
63 Los estudios internacionales documentan una relación causal entre el polvo del carbón, como el que se genera en la minería, y enfer-
medades pulmonares, trastornos vasculares y el cáncer. La oficina de Auditoría colombiana también deja constancia explícita de este 
fenómeno [véase Rico / Salamanca (2013)]. Los sindicatos denuncian actualmente la existencia de cientos de trabajadores enfermos 
[véase Peñuela (2013) y Robledo (2016)]. 
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intervenido en esos casos.64 Al impedir el ejercicio 
del derecho a huelga, las autoridades laborales 
competentes son vistas por los trabajadores como 
«cómplices» de las empresas.65 Por el contrario, 
las empresas del lugar hicieron énfasis en su 
cumplimiento de los reglamentos nacionales e 
internacionales. Cerrejón indica que este cumpli-
miento se refiere también a los proveedores de 
materiales y proveedores de servicios vinculados a 
la empresa.66 
Conflicto armado: Algunas de las publicaciones 
de amplia difusión, en particular PAX (2014), se 
ocupan de la relación entre explotación minera 
y conflicto armado en Colombia.67 Estas publica-
ciones se refieren principalmente a la violencia 
ejercida en contra de la población por parte de 
grupos paramilitares. La mayoría de los casos en 
la región carbonífera relevante para la exportación 
se atribuyen sobre todo al grupo paramilitar de 
orientación derechista denominado Autodefensas 
Unidas de Colombia. 
En las conversaciones in situ de la Defensoría, el 
instituto Alemán para los Derechos Humanos y el 
centro regional CREER no se habló del tema del 
conflicto armado de forma abierta.68 Dado que 
PAX (tanto en el año 2014 como también en 2016) 
acusó directamente a la empresa Drummond de 
estar relacionada con la muerte de representantes 
sindicales, se trata de un tema muy delicado que 
dificulta una discusión sin tapujos. En efecto, los 
representantes de las comunidades y de los sindi-
catos de Cesar denunciaron haber recibido cartas 
con amenazas. Sin embargo, nadie sabe a ciencia 
cierta quiénes son los autores. Las negociaciones 
de paz entre el Gobierno colombiano y las FARC 
(Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia), que dominaban el debate público durante el 
período en el que se sostuvieron las conversacio-
nes cualitativas, y se recopilaron los datos inclui-
dos en el presente estudio, no parecían ocupar el 
centro de atención de los grupos de enfoque. En 
cuanto a los vacíos en la protección de los dere-
chos humanos y cómo pueden colaborar interna-
cionalmente los actores para superar esos vacíos, 
resulta útil destacar tres aspectos vinculados al 
proceso de paz: el acuerdo de paz como incentivo 
a la inversión, las tensiones entre la protección 
de inversiones y el proceso de paz, así como la 
política en Europa que puede guardar relación con 
la explotación minera colombiana.
1)  El acuerdo de paz como incentivo a la inversión: 
Al aumentar la certeza de una solución pacífica 
aumenta el incentivo a la inversión en las regio-
nes para las empresas. En otras palabras, la 
inversión guarda una correlación positiva con la 
estabilidad política. Sin embargo, la posibilidad 
de otorgar las garantías correspondientes se 
dificulta por el hecho de que las autoridades del 
Estado en las regiones ya están desbordadas 
con la tarea de regular las empresas existen-
tes y proporcionar las soluciones respectivas 
cuando, por ejemplo, como consecuencia de 
los reasentamientos se perjudican los derechos 
humanos o cuando la producción carbonífera 
daña la salud de los habitantes.69 
2)  tensiones entre la protección de inversiones y 
el proceso de paz: No está claro si los acuerdos 
de inversión protegen a las empresas frente a 
64 Véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con sindicatos de Cesar; véase además itUC (2013). Por ejemplo, en 
agosto de 2013, la empresa Drummond intentó lograr ante el sindicato Central Unitaria de trabajadores de Colombia (CUt) que se 
acabase con la huelga que realizaban los trabajadores de la empresa, en particular los representados por el sindicato Sintraminergética. 
En aquella oportunidad, las autoridades laborales competentes fueron objeto de críticas por su comportamiento de «complicidad» con la 
empresa.
65 Véase también itUC (19/08/13).
66 Véase Política de Responsabilidad Social Laboral de la Empresa [Cerrejón (sin año): Política de Responsabilidad Social Laboral. http://
www.cerrejon.com/site/desarrollo-sostenible-%E2%80%A2-responsabilidad-social-rse/empleados/relaciones-laborales.aspx (consultado 
el 02/06/17)]. 
67 Véase PAX (2016a); véase Goodland (2011); véase Amnistía internacional (2013); véase Banco de Datos (2013); véase Columbia Reports 
(2015); véase El Espectator (2016); y véase United States Court of Appeal for the Eleventh Circuit (2016). 
68 Véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque con la sociedad civil de Cesar; véase el acta de las conversaciones de los 
grupos de enfoque con comunidades de Cesar; véase el acta de la conversación con la empresa Drummond de Cesar.
69 Véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque con las autoridades del Estado de Cesar; el acta de la conversación de los 
grupos de enfoque con las autoridades del Estado de La Guajira. 
DERECHoS HUMANoS y DESARRoLLo EN L A  MiNERíA DE CARBóN CoLoMBiANA 19
la obligación de devolución de tierras70 contem-
plada en la (Ley de Víctimas y Restitución de Tie-
rras)71 colombiana72 que entró en vigor en el año 
2011.73 Con base en esta ley, algunas empresas 
estarían obligadas a devolver las tierras sobre 
las que han adquirido derechos de propiedad 
durante el conflicto. Es posible que esto pueda 
estar en contradicción con la legislación inter-
nacional de protección de inversiones, dado que 
Colombia ha ratificado 18 acuerdos de comer-
cio e inversión. Según van Ho (2016), quien 
ha estudiado este tema, las empresas estarán 
protegidas si la adquisición se llevó a cabo con 
la aprobación expresa de las autoridades del 
Estado competentes. también las promesas 
verbales serían protección suficiente en estos 
casos.74
3)  La política en Europa: Las decisiones políticas 
en Alemania y Europa no fueron abordadas en 
las conversaciones realizadas en las regiones. 
Por ejemplo, ninguno de los grupos entrevis-
tados dio importancia a las regulaciones de 
la Unión Europea con respecto a los llamados 
«minerales conflictivos». No obstante, las 
decisiones políticas en Europa influyen comple-
tamente en la situación de los derechos huma-
nos en la minería de carbón relevante para las 
exportaciones de Colombia. Las regulaciones 
de la Unión Europea acordadas el 16 de marzo 
de 2017 después de un debate de dos años 
definen como minerales conflictivos única-
mente al estaño, al tungsteno, al tantalio y al 
oro.75 Si llegase a demostrarse la veracidad de 
las acusaciones de PAX (2014) de que existe 
una asociación comercial entre los grupos 
paramilitares y Drummond, no sería posible 
comprender por qué el carbón no forma parte 
de la lista de minerales conflictivos. Si la acu-
sación no se llegara a confirmar, seguirá en pie, 
no obstante, la cuestión de cómo una empresa 
que opera deliberadamente en un territorio 
conflictivo puede actuar dentro de las normas 
de debida diligencia prometida.
En todo caso, las decisiones políticas que toman 
las empresas en sus Estados de origen, ya sea 
en forma de acuerdos de inversión o en forma de 
regulaciones y directivas supranacionales, inciden 
en la situación de los derechos humanos en el 
Estado receptor. Sin embargo, como resultado de 
las medidas políticas en el ámbito del comercio, 
por ejemplo, esta situación generalmente no es 
tomada en cuenta: se crean vacíos en cuanto a 
las responsabilidades entre los Estados de origen 
como Alemania (o a nivel supranacional como la 
Unión Europea) y los Estados receptores, en este 
caso, Colombia.
Desarrollo: El tema del desarrollo regional se pre-
sentó en las conversaciones con las partes inte-
resadas en relación con dos aspectos: 1) la falta 
de impulsos del sector minero para garantizar los 
derechos humanos en las regiones de extracción 
minera y, en este caso, el manejo de los fondos 
obtenidos con las tasas de explotación minera y 
2) los planes para el futuro una vez que finalicen 
las actividades mineras. 
1)  Al afrontar el primer aspecto, los actores de 
la sociedad civil advierten que no se ha hecho 
realidad la ilusión de que la minería de carbón 
sirva como «motor de desarrollo»76 y que de 
esa forma sirva de apoyo al Estado en su tarea 
de garantizar los derechos humanos. Según 
ellos, las regiones de extracción minera no se 
70 Véase PAX (2014), página 73. PAX argumenta que las empresas se han beneficiado con los reasentamientos forzosos provocados por 
grupos armados ilegales, porque de ese modo las tierras fueron desalojadas sin necesidad de formalizar un acuerdo con las comunida-
des. Como ejemplo está el reasentamiento de al menos 33 familias en Mechoacán (1999–2004) y de al menos 48 familias en El Prado 
(2002). Como segunda prueba, PAX analiza los atentados ocurridos desde 2012 a 2016, cuya última demostración ocurrió en septiembre 
de 2016 y tuvo como víctima a un afrocolombiano que protestaba contra la expansión de una mina de la empresa Drummond [véase al 
respecto PAX (2016a) y PAX (2016b)].
71 Véase Congreso de la República de Colombia (2011). 
72 Véase van Ho (2016), páginas 60-85. 
73 Véase Congreso de la República de Colombia (2011). 
74 Véase van Ho (2016).
75 Véase Euractiv (2017).
76 Véase Arboleda / Coronado / Cuenca (2014).
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han beneficiado, dado que no se han generado 
recursos suficientes o no se han utilizado de 
forma adecuada para combatir, por ejemplo, 
el desempleo, la pobreza y el hambre, o para 
establecer sistemas funcionales de educación y 
salud o garantizar la seguridad social básica de 
la población. tampoco se ha logrado fomentar 
específicamente la observancia de los derechos 
de los grupos perjudicados o discriminados 
como, por ejemplo, la población indígena. La 
explotación minera ha provocado incluso una 
mayor marginalización. En lo que concierne 
a las oportunidades de la población indígena 
y afrocolombiana en el mercado laboral, la 
investigación preliminar realizada por el centro 
regional CREER y Carlos Acosta, un abogado 
colombiano defensor del medio ambiente, por 
encargo del instituto Alemán para los Derechos 
Humanos, también llegó a la conclusión de que 
estos grupos representan una parte extrema-
damente pequeña del conjunto de trabajado-
res del sector (véase el Capítulo 2). tanto la 
sociedad civil como las comunidades del lugar 
describen la tendencia de los organismos del 
Estado a la corrupción como el mayor obstáculo 
para una aplicación adecuada de los ingresos 
procedentes de la minería de carbón en benefi-
cio de los derechos humanos.77 Por otra parte, 
las empresas aprovechan los vacíos legales y 
manipulan las cifras sobre las cantidades extraí-
das para minimizar las tasas que deben pagar 
al Estado.78 La Defensoría ya había señalado 
en una resolución del año 2008 que las con-
secuencias en materia de derechos humanos 
derivadas de la escasez de alimentos y agua 
en La Guajira79 podrían mitigarse mediante el 
empleo correcto de los fondos provenientes de 
las tasas de explotación minera. No obstante, 
el manejo que hace el Estado de los ingresos 
provenientes de la minería de carbón no es 
transparente.80 Así, una parte de los ingresos 
vuelve a inyectarse en la minería de carbón, 
porque esta minería se considera un motor de 
desarrollo en los planes de desarrollo regional 
de Colombia.81 
2)  Frente a la pregunta del instituto Alemán para 
los Derechos Humanos de si se realizarían 
preparativos para el momento posterior a la 
retirada de las empresas mineras, las autori-
dades del Estado respondieron únicamente 
abordando los aspectos medioambientales. 
Para obtener una licencia, la empresa debe 
presentar un plan de cierre de la mina ante 
las autoridades medioambientales nacionales 
(Autoridad Nacional de Licencias Ambientales) 
que incluya el plan de cierre y restauración 
ecológica.82 Sin embargo, la Autoridad Nacional 
de Licencias Ambientales no exige estimaciones 
de los efectos sociales y económicas sobre los 
derechos humanos que serán consecuencia del 
cierre de las minas.83 
La empresa Cerrejón informó a una delegación del 
instituto Alemán para los Derechos Humanos, la 
Defensoría y al centro regional CREER que, según 
sus planes, concluiría sus operaciones en el año 
2035.84 Dado que Cerrejón genera casi la totalidad 
del aporte de la explotación minera al PiB regio-
nal de La Guajira,85 el PiB se reducirá de manera 
77 Varios alcaldes de la ciudad de La Jagua de ibirico fueron condenados judicialmente a penas de prisión en los últimos años porque mal-
versaron cantidades millonarias de fondos públicos (véase el acta de las conversaciones de los grupos de enfoque con comunidades de 
Cesar).
78 Por ejemplo, organizaciones como Ask! y Pas señalaron que la empresa Glencore no había pagado correctamente los impuestos y las 
tasas de explotación minera [véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque con la sociedad civil de Cesar; véase Arbeitsgru-
ppe Schweiz Kolumbien (ask!) (2007)].
79 Debido a la escasez de alimentos y agua, La Guajira se encuentra en una crisis humanitaria según el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) [véase Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en Colombia (2015)].
80 Véase Defensoría del Pueblo (2008). 
81 Véase Defensoría del Pueblo (2008).
82 Véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque con las autoridades del Estado de Cesar; véase el acta de la conversación con 
la empresa Cerrejón de La Guajira.
83 Véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque con las autoridades del Estado de Cesar; véase el acta de la conversación con 
la empresa Cerrejón de La Guajira.
84 Véase el acta de la conversación con la empresa Cerrejón de La Guajira.
85 Véase el acta de la conversación con la empresa Cerrejón de La Guajira. 
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notable tras el cierre de la mina.86 De este modo, 
como resultado del detrimento de la capacidad 
económica general, surgen las preocupaciones 
por los efectos negativos sobre otros sectores 
y también sobre el desarrollo regional. De esta 
manera, no todos los proveedores podrán encon-
trar clientes alternativos. 
En respuesta a la etapa de cierre de las minas, el 
Plan de Desarrollo Regional de La Guajira tiene 
como objetivo concentrar la capacidad económica 
en el sector turístico el plan prevé el fomento del 
turismo ecológico sostenible que centre su aten-
ción en la población indígena para sacar provecho 
de su trabajo y fortalecerla económicamente al 
mismo tiempo. Sin embargo, el conjunto de los 
trabajos manuales que son realizados típicamente 
por los grupos indígenas representa un porcentaje 
muy pequeño del PiB de La Guajira. Así, el comer-
cio en la región en el año 2014 representó un 
porcentaje cercano al 7 % en el PiB.87 El turismo 
y las economías indígenas difícilmente podrán 
compensar la falta de ingresos procedentes del 
sector minero, por lo que el crecimiento experi-
mentará un retroceso. Desde la perspectiva de 
los derechos humanos se deberán tomar medidas 
que hagan posible que el Estado cumpla su obli-
gación de garantizar estos derechos, a pesar de 
los menores recursos disponibles. La obligación 
de garantizar los derechos humanos por parte del 
Estado requiere poner en práctica los derechos 
humanos fundamentales de orden económico, 
social y cultural, es decir, el contenido mínimo 
de los derechos para después poder garantizar 
el cumplimiento total de dichas obligaciones de 
forma gradual y por medio de la utilización de la 
mayor cantidad posible de recursos disponibles.88 
Las autoridades no pudieron presentar dichas 
medidas ni demostrar siquiera la consideración de 
esta dimensión del desarrollo para los derechos 
humanos. Por este motivo, los planes de cierre 
de minas prescritos legalmente tampoco exigían 
tener en cuenta los derechos humanos. Un plan 
para la etapa del postextractivismo elaborado 
con base en las prácticas locales (por ejemplo, 
las economías indígenas) podría ser un punto de 
partida a este fin, pero seguramente no alcanzará 
el volumen económico del sector carbonífero.89 
Además, la cuestión del postextractivismo ocupa 
la atención más bien del sector académico y no 
está presente en la discusión práctica acerca de 
la explotación minera en Colombia. 
3.2 Conclusión parcial: 
Los vacíos en cuanto a la 
responsabilidad
La explotación minera se politiza enormemente, 
de tal modo que el intercambio objetivo de ideas 
entre los actores es apenas realizable. Por un lado, 
las empresas niegan los efectos negativos de sus 
operaciones o aseguran que pueden contrarrestar-
los. Por otro lado, las comunidades ven la base de 
los problemas relativos a los derechos humanos 
en las actividades comerciales de las empresas, 
en particular las consecuencias negativas para 
el derecho a la salud, el derecho a la alimenta-
ción y el derecho a la vivienda. Las autoridades 
del Estado, a su vez, se remiten a la experiencia 
tecnológica de las empresas y prácticamente no 
hacen ningún esfuerzo para realizar sus propias 
investigaciones. Entre los actores predomina la 
desconfianza, en especial entre las comunidades 
y la sociedad civil por una parte y las empresas 
mineras y las autoridades del Estado por la otra.
En el entramado de actores a nivel regional no 
figuran en principio las empresas importado-
ras ni sus Estados de origen, a pesar de ser los 
86 Asimismo, también se deberán considerar los costos que traerán aparejados la reconstrucción y el restablecimiento de las condiciones 
naturales.
87 Véase Gobernación de La Guajira (2016), página 339.
88 Véase el Pacto internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (iCESCR, por sus siglas en inglés), comentario general 3.
89 En los debates en torno al postcrecimiento (en los Estados de origen de las empresas) y en torno al postextractivismo (en los Estados 
receptores de las empresas) no se trata en primer lugar de abordar cuestiones relativas a los derechos humanos. 
 El final del extractivismo y con él también el final del crecimiento económico en La Guajira no depende de decisiones políticas ni de 
debates intelectuales, sino que está predeterminado por el agotamiento de los recursos. Este desarrollo previsible debe prepararse desde 
el punto de vista de los derechos humanos de tal modo que se garantice la realización progresiva de los derechos económicos, sociales y 
culturales. Con respecto al postextractivismo en Latinoamérica, véase Ulloa (2015). 
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principales receptores del carbón producido y de 
que la estructura económica de los respectivos 
departamentos colombianos depende fuertemente 
de su demanda de carbón. Mediante los acuerdos 
de protección de inversiones y comercio entre 
los Estados de origen y los Estados receptores, 
así como también mediante las estrategias para 
el abastecimiento de materias primas y la política 
energética en los Estados de origen se establecen 
las bases para el desarrollo regional en las zonas 
de extracción minera y con ellas la realización 
de los derechos económicos, sociales y cultura-
les. Esta influencia indirecta de las operaciones 
empresariales tanto de las empresas mineras 
como también de las empresas importadoras en la 
situación de los derechos humanos en las regio-
nes de extracción minera complica la determina-
ción de responsabilidades.
En el siguiente capítulo se derivan las 
 responsabilidades de cada uno de los actores, 
centrándose sobre todo en las empresas impor-
tadoras y sus Estados de origen, y se buscan 
estrategias de acción para los involucrados, 
entre ellos las instituciones nacionales de dere-
chos humanos.
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4 Redes, Estados y empresas como actores 
en la cuestión de los derechos humanos en el 
sector minero 
En el Capítulo 4 se analizan la responsabilidad 
y las posibilidades de acción de las respectivas 
partes interesadas: entre ellas están las institu-
ciones nacionales de derechos humanos en el 
Estado de origen y el Estado receptor, incluidas las 
oficinas correspondientes en los departamentos 
de Colombia, así como las instituciones naciona-
les de derechos humanos en los países vecinos. 
Los actores principales siguen siendo las empre-
sas mineras que operan en el lugar, así como las 
empresas importadoras en el Estado de origen, 
en este caso sobre todo en Alemania, las comu-
nidades en las regiones de extracción minera, el 
Estado receptor, el Estado de origen y también la 
sociedad civil. La presentación comienza ana-
lizando los desafíos para la red regional y para 
una cooperación transnacional de instituciones 
nacionales de derechos humanos. A continuación, 
se señalan las obligaciones y responsabilidades 
de Alemania como Estado de origen, así como de 
la economía energética alemana que se materi-
aliza en empresas del Estado de origen. En este 
contexto se estudia también el papel de la socie-
dad civil a lo largo de la cadena de suministro de 
carbón.
4.1 Cooperación de las 
instituciones nacionales 
de derechos humanos en 
Latinoamérica
La mayoría de los países latinoamericanos son 
Estados receptores de las empresas, en parti-
cular en el sector minero. En consecuencia, la 
explotación de materias primas se desarrolla a 
través de clientes extranjeros y/o para estos. Las 
actividades empresariales tienen efectos sobre 
los derechos humanos y más aún en las zonas de 
extracción minera. Por este motivo, las instituci-
ones nacionales de derechos humanos en Lati-
noamérica se centran en las condiciones locales 
y analizan en especial los derechos colectivos, los 
derechos de los indígenas y el derecho a la tierra, 
así como los efectos ecológicos.90 Esto se relaci-
ona también con el hecho de que las instituciones 
nacionales de derechos humanos de la región 
(con la excepción de Chile) tienen el mandato de 
ocuparse de los reclamos y emplean una gran 
parte de sus recursos a ese fin.91 Además, las 
instituciones nacionales de derechos humanos 
de Latinoamérica ven como su principal misión 
inducir a los respectivos Estados nacionales a 
asumir sus obligaciones relativas a los derechos 
humanos. Por consiguiente, la cooperación trans-
nacional ocupa, en principio, un menor espacio en 
el foco de atención para dichas instituciones. Sin 
embargo, en una conversación de grupos de enfo-
que con las instituciones nacionales de derechos 
90 Véase el acta de la conversación de los grupos de enfoque durante las reuniones de múltiples partes interesadas con representantes de 
las instituciones nacionales de derechos humanos de Bolivia, Perú, Paraguay, Guatemala, Ecuador, México y Colombia, así como con las 
oficinas regionales de la Defensoría colombiana para La Guajira y Cesar en Bogotá.
91 Véase Linos / Pegram (2015), páginas 29-30. 
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humanos en Latinoamérica se encontró una serie 
de campos de trabajo en los cuales resultaría 
útil una cooperación para supervisar las cadenas 
de suministro internacionales en la explotación 
minera desde el punto de vista de los derechos 
humanos y para estimar los riesgos derivados que 
incidirían en esos derechos.
Responsabilidad empresarial: Las iNDH podrían 
colaborar en definir y materializar las obligaciones 
de debida diligencia relativa a los derechos huma-
nos en la región. Dado que los problemas en los 
diferentes países suelen tener fundamentos simi-
lares, sería razonable desarrollar de forma con-
junta y como parte de un acuerdo recíproco los 
requisitos que debería reunir un sistema de debida 
diligencia relativa a los derechos humanos por 
parte de las empresas. Esto incluye también una 
delimitación precisa de la responsabilidad empre-
sarial en la protección de los derechos humanos y 
las contribuciones empresariales voluntarias en el 
marco de la responsabilidad social (Responsabili-
dad Social Corporativa). 
Monitorización de las actividades económi-
cas: Numerosas empresas operan paralelamente 
en diferentes países latinoamericanos, pero no 
cumplen las normas en igual medida en todos 
esos países. En consecuencia, las instituciones 
nacionales de derechos humanos en la región 
deberían suministrarse información mutuamente 
acerca de las diferentes actividades de las empre-
sas en cada caso. La cooperación podría incluso 
abarcar también a las instituciones nacionales 
de derechos humanos de Canadá o Europa, si se 
trata de empresas que tienen su domicilio social 
en esas regiones o exportan sus productos hacia 
esas regiones. Esto contribuiría al desarrollo de 
una monitorización transnacional conjunta de las 
actividades económicas.
Información asimétrica: En efecto, las institucio-
nes nacionales de derechos humanos en Latinoa-
mérica observan los efectos de la explotación 
minera in situ, pero a menudo no saben específica-
mente qué empresas extranjeras y transnaciona-
les participan en esa explotación. Las respectivas 
oficinas regionales las conocen aún menos. Al 
mismo tiempo, las empresas en el Estado de 
origen, por ejemplo, las empresas importadoras, 
a menudo tienen solo escasos conocimientos 
acerca de los efectos de las operaciones de 
minería extractiva sobre los derechos humanos en 
los distintos lugares. Mediante un intercambio de 
información a nivel transnacional a este respecto, 
todos los actores y en primer lugar las institucio-
nes nacionales de derechos humanos dispondrían 
de una mejor base de conocimientos.
Diálogo entre las comunidades y las empresas: 
Un desafío esencial para las instituciones naciona-
les de derechos humanos consiste en establecer 
un diálogo de igual a igual entre las comunidades 
y las empresas.92 En este ámbito, las instituciones 
nacionales de derechos humanos podrían apren-
der unas de otras y elaborar métodos para esta-
blecer diálogos sectoriales satisfactorios.
Desarrollo de indicadores y seguimiento de 
recomendaciones: Una misión importante de las 
instituciones nacionales de derechos humanos 
consiste en formular recomendaciones al Estado 
con el fin de sugerir formas de proceder para cum-
plir mejor con sus obligaciones en el ámbito de los 
derechos humanos. Muchas de estas recomenda-
ciones están basadas en los resultados de muchos 
años de investigación. Sin embargo, todavía faltan 
métodos eficaces para hacer un seguimiento a la 
aplicación de estas recomendaciones. Con este 
objetivo, las instituciones nacionales de derechos 
humanos podrían desarrollar criterios comunes 
para medir y evaluar si el Estado lleva a cabo sus 
recomendaciones.
Potencial de control del Estado: Este potencial 
de control, que es limitado por la obligación de 
proteger inversiones, podría compensarse en 
parte mediante el trabajo preliminar transnacio-
nal de las instituciones nacionales de derechos 
humanos. Los acuerdos sobre derechos humanos 
y los acuerdos de protección de inversiones están 
en conflicto desde el punto de vista del Dere-
cho internacional: así como los derechos de las 
empresas están protegidos a escala internacional, 
92 Véase al respecto el ítem «Reasentamientos» en el apartado 3.1.
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en los tratados de inversión y comercio no se 
tienen en cuenta debidamente las obligacio-
nes de los Estados receptores en cuanto a los 
derechos humanos. En consecuencia, el Estado 
se ve parcialmente obstaculizado a la hora de 
establecer regulaciones en materia de derechos 
humanos debido a su obligación de proteger a los 
inversionistas.93 De ese modo, la restitución de 
tierras según la «Ley de Víctimas y Restitución de 
tierras» de Colombia puede entrar en conflicto 
con la protección de la propiedad de los inversio-
nistas (véase el apartado 3.1). Las instituciones 
nacionales de derechos humanos de los Estados 
receptores en los cuales existen tales tensiones 
entre la protección de inversiones y los derechos 
humanos pueden mostrar a los Estados cuáles son 
sus márgenes de acción para asumir de la mejor 
manera posible sus obligaciones legales, así como 
intercambiar experiencias y ejemplos de buenas 
prácticas. 
4.2 El papel de los actores 
alemanes conforme a los 
Principios Rectores de las 
Naciones Unidas
Los efectos causados por las empresas mineras 
en el ámbito de los derechos humanos se mani-
fiestan sobre todo en las regiones de extracción 
minera (véase el Capítulo 3). Entretanto, en vista 
del entramado de relaciones de suministro, las 
operaciones realizadas en estas regiones crean 
vínculos entre las empresas, los Estados, los sin-
dicatos y las organizaciones de la sociedad civil en 
todo el mundo. Por ejemplo, las empresas euro-
peas importadoras de carbón (véase el Capítulo 2) 
participan indirectamente en las operaciones y en 
los efectos de esas operaciones en el país donde 
se lleva a cabo la extracción minera.94 Además de 
los actores del Estado colombiano ya descritos, 
también los organismos del Estado en Alemania 
están envueltos en tales situaciones, por ejem-
plo, a través de los instrumentos de fomento del 
comercio exterior o a través de estrategias para 
la obtención de materias primas, como en el caso 
de los ministerios federales alemanes de Eco-
nomía y Energía (BMWi, por sus siglas en alemán) 
y de Cooperación Económica y Desarrollo (BMZ, 
por sus siglas en alemán). Asimismo, mediante 
procesos interministeriales como el desarrollo del 
Plan de Acción Nacional para la economía y los 
derechos humanos, todos los ministerios invo-
lucrados influyen en las condiciones generales de 
las actividades empresariales, incluidas las empre-
sas importadoras de carbón del sector energético 
de Alemania. 
Empresas: Las exigencias que deben cumplir las 
empresas alemanas se originan en particular en el 
Principio Rector 13b (en combinación con el Prin-
cipio Rector 17a) de los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas: según estos principios, la res-
ponsabilidad empresarial exige la observancia de 
los derechos humanos y que las empresas «traten 
de prevenir o mitigar las consecuencias negativas 
sobre los derechos humanos directamente rela-
cionadas con operaciones, productos o servicios 
prestados por sus relaciones comerciales, incluso 
cuando no hayan contribuido a generarlos.» 
El Principio Rector 17 describe cómo las empresas 
deberían cumplir con su obligación de debida dili-
gencia deberían determinar los riesgos y efectos 
sobre los derechos humanos, informar sobre ellos, 
tomar medidas adecuadas y hacer un seguimiento 
de la aplicación de esas medidas. El carácter 
adecuado de tales medidas depende, entre otros 
factores, de la «capacidad de influencia» que 
posea la empresa para «prevenir las consecuen-
cias negativas» (Principio Rector 19). Esto se 
aplica también a las compañías cuyas actividades 
comerciales estén vinculadas a través de la impor-
tación con las empresas y sus operaciones en el 
Estado receptor. Con frecuencia, las empresas en 
93 Véase iNEF (2014).
94 Véase Schuller / Utlu (2014): a través de las cadenas de suministro globales, los beneficios obtenidos en un país están relacionados con 
los perjuicios a los derechos humanos ocurridos en otro país: «if a value chain is structured in a way that the human rights violation and 
the accumulation of wealth occur in different countries, it can be appropriate to ask for remedy in the country where wealth is accumula-
ted» («Si una cadena de valor se construye de tal manera que la violación de los derechos humanos y la acumulación de riqueza ocurren 
en diferentes países, puede ser apropiado exigir una solución en el país donde se acumula la riqueza»). 
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los Estados de origen reclaman que precisamente 
carecen de esta «capacidad de influencia», dado 
que, así como las empresas in situ, dependen de 
los precios en el mercado mundial. De este modo, 
cuando cayeron los precios de las materias pri-
mas, en este caso el precio del carbón mineral, se 
estrechó el margen de maniobra de las empresas 
para influir en sus socios comerciales. A menudo 
solo queda entonces la posibilidad de romper 
las relaciones comerciales, lo que podría tener 
efectos negativos en materia de derechos huma-
nos: mientras se mantenga la relación comercial, 
la empresa en el Estado de origen puede recibir 
información de parte de la empresa que opera en 
el Estado receptor en plazos muy breves y even-
tualmente actuar como mediadora entre las partes 
interesadas. Al romper las relaciones comerciales, 
este flujo de información queda suprimido.95 Sin 
embargo, la empresa StEAG, la quinta empresa 
más grande del sector energético de Alema-
nia, establece sus compromisos fundamentales 
mediante cláusulas en los contratos que también 
son vinculantes para sus proveedores y prescinde 
de la relación comercial, si el socio no acepta 
asumir esos compromisos.96 
Las empresas importadoras de carbón como RWE, 
E.oN y Vattenfall son miembros de la iniciativa 
Bettercoal.97 Su objetivo es mejorar in situ las 
condiciones laborales y medioambientales en las 
minas de carbón internacionales y a lo largo de 
la cadena de suministro. Esta alianza propone un 
diálogo con los grupos involucrados y las personas 
directamente afectadas y ha elaborado un código 
de conducta que establece un conjunto de expec-
tativas éticas que las empresas deben cumplir, así 
como una serie de principios para llevar a cabo 
evaluaciones periódicas in situ. 
El hecho de que la «iniciativa Bettercoal» incluya 
en sus debates a expertos externos en derechos 
humanos, como el centro regional CREER y SoMo, 
resulta esencial para una iniciativa del sector y 
cumple también con los requisitos de los Princi-
pios Rectores de las Naciones Unidas.98 Por eso, 
desde el punto de vista de los derechos humanos, 
esta iniciativa es, en principio, un paso laudable. 
Pero este instrumento está lejos de ser suficiente 
por sí mismo para cumplir con los reglamentos 
explícitos de los Principios Rectores de las Nacio-
nes Unidas en cuanto a la debida diligencia en 
materia de derechos humanos: la «combinación 
inteligente» exigida en dichos principios rectores 
propone encontrar un conjunto favorable de reglas 
vinculantes y medidas voluntarias. Una iniciativa 
sectorial como la iniciativa Bettercoal deberá 
evaluarse en esta estructura de planteamientos 
legales, políticos y empresariales destinados a 
lograr la integración de los derechos humanos 
en los procesos económicos. Aplicar únicamente 
medidas voluntarias no es suficiente para poner 
en práctica los Principios Rectores de las Nacio-
nes Unidas. Esas medidas pueden tener incluso un 
efecto de legitimización sin que verdaderamente 
ocurran mejoras reales en materia de derechos 
humanos. 
La organización no gubernamental Urgewald, por 
ejemplo, reprocha a la iniciativa Bettercoal que 
intente darse un barniz ecológico («greenwashing») 
a través de una simple campaña de relaciones 
públicas. Según Urgewald, esta iniciativa socava 
los esfuerzos serios de transparencia porque no 
se ocupa de los casos más importantes y porque 
entre quienes toman las decisiones se encuentran 
únicamente representantes de los consorcios 
energéticos que quieren actuar solo de forma no 
vinculante.99 En el estudio denominado «Vatten-
fall’s Dark Side» (El lado oscuro de Vattenfall), 
Urgewald ilustra con sentido crítico cómo el con-
sorcio energético Vattenfall manipula la iniciativa 
Bettercoal para convertirla en una coartada barata 
y así legitimar sus importaciones de carbón de 
Cesar. De esta manera se han realizado auditorías 
95 Véase el acta de la conversación con EnBW en Berlín. 
96 Reuniones de trabajo de la red Deutsches Global Compact Netzwerk, «Mit menschenrechtlicher Sorgfalt loslegen – erste Schritte zum 
Management der menschenrechtlichen Auswirkungen ihres Unternehmens». (Arrancar con diligencia en materia de derechos humanos – 
Primeros pasos para manejar los efectos de su empresa sobre los derechos humanos), 13/04/16.
97 Véase Bettercoal (2016): Members (Miembros). https://bettercoal.org/members (consultado el 28/06/17). 
98 Véase Bettercoal (2016).
99 Véase Urgewald / FiAN (2013).
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en las que no se han encontrado efectos negativos 
importantes en materia de derechos humanos.100 
Precisamente porque las declaraciones recabadas 
en el lugar contradicen dichos resultados y porque 
es difícil comprender las relaciones causales, 
como se demostró en el análisis de la situación de 
los derechos humanos en el Capítulo 3, una inicia-
tiva sectorial por sí sola no es suficiente. 
La iniciativa para la transparencia de las industrias 
Extractivas (Extractive industries transparency 
initiative, Eiti)101 puede ser un impulso positivo 
para lograr una mayor transparencia financiera y 
responsabilidad en el registro y la divulgación de 
los ingresos derivados de la explotación de yaci-
mientos minerales naturales. también las empre-
sas alemanas como RWE apoyan la iniciativa Eiti 
para revelar información acerca de los pagos de 
impuestos, licencias, cantidades extraídas y otros 
datos importantes relacionados con la extracción 
de recursos energéticos y materias primas mine-
rales. Desde el año 2016, en Alemania también 
se implementa la iniciativa Eiti, y se espera la 
presentación del primer informe en 2017.102 Como 
candidata a formar parte de la iniciativa Eiti, 
Colombia ha comenzado a aplicar los requisitos 
de este proyecto. No obstante, todavía no cumple 
con todos ellos. Colombia aún no ha revelado 
debidamente la información relativa a los ingre-
sos procedentes del sector de materias primas, 
tal como lo exige la iniciativa Eiti. Sin embargo, 
para garantizar que la minería de carbón aporte 
beneficios a la población, la transparencia es un 
prerrequisito importante. Las empresas de los 
Estados de origen deberían apoyar la iniciativa Eiti 
y ejercer su influencia para que sus socios comer-
ciales en los Estados receptores procedan de la 
misma manera.
En Colombia, el intercambio de información entre 
las empresas de los Estados receptores y los Esta-
dos de origen ha mejorado en los últimos años. 
Así, por ejemplo, en septiembre de 2014, tuvo 
lugar una conferencia organizada por la Fundación 
Friedrich Ebert, el Sindicato industrial de Minería, 
Química y Energía y la empresa EnBW, en la que 
también participó la empresa minera Drummond. 
Según EnBW, el resultado más importante de esta 
conferencia fue que las empresas en su conjunto, 
es decir, como sector, se hayan mostrado dispues-
tas a dialogar con las comunidades y la sociedad 
civil locales y hayan reconocido su obligación de 
cooperar con ellas. Por ejemplo, después de una 
misión de investigación conjunta realizada en 
marzo de 2015, Drummond y EnBW han desarro-
llado un proyecto para mejorar el acceso al agua 
de comunidades de Cesar y La Guajira.103 En este 
proyecto se incluye el apoyo a la construcción de 
pozos para la que estas dos empresas aportan sus 
conocimientos relevantes en ingeniería. De este 
modo se logró que las comunidades afectadas 
tengan acceso ininterrumpido al agua. Desde el 
punto de vista de EnBW, este proyecto sobrepasa 
los límites de una simple medida de Responsa-
bilidad Social Corporativa: dado que se trata de 
comunidades radicadas en la zona de influencia de 
las minas, se puede hablar de una «solución». No 
obstante, esta empresa de suministro de energía 
reconoce que con este proyecto no se redujeron 
los efectos perjudiciales que tienen las operacio-
nes empresariales de Drummond en cuanto al 
acceso al agua por parte de las comunidades.104 
Pero precisamente esa es la diferencia entre la 
obligación de debida diligencia de las empresas 
con respecto a las actividades de Responsabilidad 
Social Corporativa: las empresas deben asumir 
responsabilidad por los efectos perjudiciales de 
sus propias operaciones (Principio Rector 17a de 
las Naciones Unidas). Según las estipulaciones de 
los Principios Rectores de las Naciones Unidas, la 
responsabilidad de las empresas en cuanto a la 
observancia de los derechos humanos no puede 
sustituirse con un compromiso que se desvincule 
de sus operaciones reales. Lo mismo se puede 
aplicar a las empresas en los Estados de origen, 
incluidas las empresas importadoras. Debido a 
100 Véase Urgewald (2016).
101 Véase Eiti (2015).
102 Véase D-Eiti (sin año): Umsetzung der D-Eiti (Aplicación de la iniciativa Eiti en Alemania). https://www.d-eiti.de/ (consultado el 
10/02/17). 
103 Véase EnBW (2016). 
104 Véase el acta de la conversación con EnBW en Berlín.
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que sus actividades comerciales están vinculadas 
directamente con las operaciones de las empresas 
en los Estados receptores, también las empresas 
importadoras tienen responsabilidad por las ope-
raciones empresariales in situ y, por ello, también 
son responsables del respeto de los derechos 
humanos. En el comentario acerca del Principio 
Rector 19 se discute cómo deberían actuar las 
empresas en los Estados de origen si las activida-
des de sus proveedores conllevan violaciones a 
los derechos humanos. En este caso se deberían 
tener en cuenta cuatro aspectos: 1) la capacidad 
de influencia de la empresa del Estado de origen; 
2) la importancia de la relación con la empresa en 
el Estado receptor; 3) la gravedad de las violacio-
nes a los derechos humanos; 4) los posibles efec-
tos perjudiciales sobre los derechos humanos que 
tendría la terminación de la relación comercial.
Desde el punto de vista de los Principios Rectores 
de las Naciones Unidas, la urgencia de que las 
empresas obtengan un «asesoramiento experto 
e independiente» para sus decisiones aumenta 
en función de la complejidad de la situación. Los 
Principios Rectores 23 y el 24 explican lo que las 
empresas deberían hacer en el contexto respec-
tivo. En el comentario del Principio Rector 23 se 
mencionan los actores que pueden suministrar 
su asesoramiento experto e independiente en 
contextos complejos. Además de los gobiernos, la 
sociedad civil y las iniciativas de múltiples partes 
interesadas relevantes, están también las institu-
ciones nacionales de derechos humanos.
En cualquier caso, la empresa en el Estado de 
origen debería ejercer su influencia para disminuir 
los riesgos para los derechos humanos que las 
actividades comerciales de sus socios provoquen 
en el Estado receptor. Si la capacidad de influencia 
es demasiado escasa, la empresa debería intentar 
aumentar esa capacidad, por ejemplo, ofreciendo 
capacitación y desarrollando nuevas aptitudes 
en la empresa que opera en el Estado receptor. 
Si la empresa en el Estado de origen no puede 
aumentar su capacidad de influencia, los Princi-
pios Rectores recomiendan en el comentario al 
Principio Rector 19 terminar la relación comercial. 
No obstante, los efectos negativos de esa termina-
ción también deberían tenerse en cuenta cuando, 
por ejemplo, se pudiera prever que sin la partici-
pación de la empresa en un proyecto los derechos 
humanos tendrían una consideración aún menor.
Estados: El principal responsable en materia de 
derechos humanos es el Estado. Para garantizar la 
protección frente a las violaciones a los derechos 
humanos causadas por terceros, concepto que 
también incluye a las empresas. El Estado deberá 
tomar medidas adecuadas para prevenir tales vio-
laciones, investigarlas, castigarlas o remediar los 
perjuicios causados. A tal fin, los Principios Recto-
res de las Naciones Unidas recomiendan aprove-
char toda la gama de las medidas de prevención 
y reparación admisibles: una política efectiva, 
legislación y procedimientos judiciales. 
Las obligaciones extraterritoriales del Estado son 
una clave para superar los vacíos en materia de 
responsabilidad en caso de perjuicios a los dere-
chos humanos causados por las empresas en con-
textos transnacionales.105 El Derecho internacional 
vigente se puede interpretar de tal modo que el 
deber de protección de un Estado también pueda 
aplicarse extraterritorialmente. De esta manera, 
los Estados también deberían regular la conducta 
de sus empresas incluso fuera del propio territorio 
nacional. 
Los principios del tratado de Maastricht sobre los 
deberes extraterritoriales del Estado en el ámbito 
de los derechos económicos, sociales y cultura-
les106, si bien no tienen un carácter vinculante, 
también interpretan el deber de protección del 
Estado de este modo.107 En efecto, los Principios 
Rectores de las Naciones Unidas para la economía 
y los derechos humanos no parten de la base de 
la existencia de estas obligaciones. Sin embargo, 
según el Principio Rector 2, los Estados deberían 
105 Véase Kaufmann / Good / Ghielmini / Blattner (2016).
106 Véase Etos (2013).
107 Según lo dispuesto en el artículo 38 del estatuto de la Corte internacional de Justicia, se puede recurrir a las doctrinas de los publicistas 
de mayor competencia en materia de Derecho internacional de las distintas naciones como medios auxiliares para el establecimiento de 
normas jurídicas. Por consiguiente, los principios del tratado de Maastricht se interpretan en parte con un carácter autoritativo.
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«enunciar claramente que se espera de todas las 
empresas domiciliadas en su territorio y/o juris-
dicción que respeten los derechos humanos en 
todas sus actividades». En función del hecho con-
creto de que, en virtud del Derecho internacional, 
a los Estados no les está generalmente prohibido 
regular empresas que operan a escala global, los 
Principios Rectores de las Naciones Unidas expo-
nen buenas razones por las que los Estados deben 
aspirar a llevar a cabo dicha regulación. Asimismo, 
los órganos creados a partir de los tratados de 
las Naciones Unidas recomiendan cada vez más 
decretar medidas nacionales con vigencia extra-
territorial. Entretanto, este enfoque ha asumido 
un papel prominente en todos los comités de las 
Naciones Unidas y en las observaciones genera-
les y las observaciones finales de sus comisiones 
especializadas.108 
En conclusión, si las actividades empresariales 
en la minería de carbón colombiana tienen efec-
tos perjudiciales sobre los derechos humanos, 
se formula inmediatamente la pregunta de si el 
Estado colombiano cumple con sus obligacio-
nes de proteger esos derechos. Con base en las 
relaciones de cadena de suministro del sector 
energético alemán se plantea, además, la cuestión 
de si el Estado alemán exige de forma suficiente a 
las empresas importadoras alemanas asumir sus 
obligaciones de debida diligencia en materia de 
derechos humanos. 
Estas obligaciones de debida diligencia son el 
núcleo de la responsabilidad que se espera de las 
empresas en cuanto a la observancia de los dere-
chos humanos y existen independientemente del 
deber de protección del Estado que constituye la 
primera columna de los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas. El Principio Rector 7 describe 
las obligaciones de un Estado relativas a empresas 
comerciales en el marco de conflictos armados, 
además de las obligaciones que le imponen el 
Derecho Humanitario internacional y el Derecho 
Penal internacional. En los territorios afectados 
por conflictos armados, el Estado receptor posi-
blemente no dispone de la capacidad suficiente 
para proteger los derechos humanos, dado que no 
tiene un control territorial eficaz. Si las empresas 
transnacionales están involucradas, sus Estados 
de origen tienen, por tanto, el deber de apoyar a 
las empresas y también al Estado receptor en la 
protección de los derechos humanos para asegu-
rar que las empresas no participen en violaciones 
a los derechos humanos (comentario respecto al 
Principio Rector 7).
El deber de protección del Estado en el Estado de 
origen incluye además la obligación de garantizar 
la coherencia política (Principio Rector 8). De este 
modo, los Estados deberían asegurar que todos 
los organismos estatales que ejerzan influencia en 
la práctica empresarial cumplan con las obligacio-
nes del Estado en materia de derechos humanos. 
En virtud de la coherencia política horizontal, esto 
se aplica también a los organismos del Estado, 
conforme al comentario del Principio Rector 8, con 
competencias en cuanto a inversiones, créditos 
de exportación y comercio. Asimismo, debería 
incluirse también en las estrategias nacionales 
de abastecimiento de materias primas, dado que 
estas estrategias tienen efectos en los derechos 
humanos a través de la práctica empresarial.109 
Asimismo, la política energética y medioambiental 
de un país debería demostrar coherencia política 
también, tener siempre en cuenta los efectos en 
materia de derechos humanos en las regiones de 
extracción minera y plantear las cuestiones de tal 
modo que no se impida la implementación gradual 
de los derechos económicos, sociales y culturales.
Jurisdicción en el Estado de origen: Cuando 
ocurren violaciones a los derechos humanos en el 
Estado receptor y esas violaciones están rela-
cionadas con empresas en el Estado de origen 
a través de la cadena de suministro, se plantea 
la pregunta de si los tribunales en los Estados 
de origen no deberían ser competentes respecto 
a la protección de las víctimas en los Estados 
receptores. En este sentido se sentó un prece-
dente jurídico con una demanda civil ante un 
tribunal regional de Dortmund, Alemania, contra la 
empresa de ropa de descuento KiK. En septiembre 
108 Véase Kaufmann / Good / Ghielmini / Blattner (2016), página 54. 
109 Véase Lambert (2012).
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de 2012, en Pakistán, la fábrica textil Ali Enter-
prises se incendió y 260 personas perdieron la 
vida y 32 resultaron heridas. En marzo de 2015, 
cuatro sobrevivientes presentaron una demanda 
en el tribunal regional de Dortmund que en agosto 
de 2016 dictaminó que es competente y que los 
demandantes de Pakistán recibirían asistencia 
jurídica y justicia gratuita.110
La sociedad civil: Los Principios Rectores 18 
y 23 de las Naciones Unidas atribuyen un papel 
importante a las organizaciones de la sociedad 
civil, ya que pueden aportar sus conocimientos 
especializados independientes a los procesos de 
cumplimiento de obligaciones de debida diligencia 
en materia de derechos humanos por parte de 
las empresas, sobre todo en contextos locales y 
específicamente regionales. Además, la sociedad 
civil puede asumir una función correctora frente al 
Estado y señalar cuando este no cumpliese con su 
deber de protección.
Las organizaciones de la sociedad civil pueden ser 
parte de un mecanismo que registre sistemática-
mente el estado de la protección de los derechos 
humanos y el acceso a la justicia para los miem-
bros de las comunidades (la base de referencia 
para el respeto de los derechos humanos). Dicha 
base de referencia debería abarcar también 
«protocolos comunitarios bioculturales»:111 ¿qué 
recursos existentes podrían afectar negativamente 
las empresas?112 Las organizaciones de la sociedad 
civil pueden proporcionar asesoría jurídica y facili-
tar a las personas afectadas el acceso a la justicia.
Debido a su proximidad con las comunidades, las 
organizaciones de la sociedad civil del lugar pue-
den contribuir a cohesionar mejor a las personas 
afectadas y hacer oír sus voces. Las organizacio-
nes internacionales de la sociedad civil y las orga-
nizaciones análogas en los Estados de origen de 
las empresas pueden actuar como mediadoras y 
constituir un contrapeso frente a los representan-
tes de la industria en los procesos políticos como, 
por ejemplo, en el marco de la elaboración de un 
plan de acción nacional.
Sin embargo, entre las comunidades y las organi-
zaciones de la sociedad civil también pueden ocu-
rrir conflictos de intereses. Debido a que dichas 
organizaciones persiguen sobre todo objetivos 
políticos, según la acusación de las empresas, 
estas podrían utilizar los deseos de las comunida-
des para instrumentalizarlos.113
110 Véase European Center for Constitutional Human Rights (2016).
111 «Los protocolos comunitarios bioculturales son manuales de procedimientos elaborados por las propias comunidades indígenas y locales. 
tales manuales sirven para regular las negociaciones entre las comunidades y las autoridades del Estado, las empresas, los científicos, 
las organizaciones de protección de la naturaleza y otros grupos de partes interesadas en relación con el acceso a los conocimientos y los 
recursos de las comunidades y su aplicación respectiva.» [véase iNFoE (2013): Waldschutzvorhaben im Rahmen der Klimapolitik und die 
Rechte indigener Völker (Proyecto de protección de la selva tropical en el contexto de la política climática y los derechos de los pueblos 
indígenas). http://www.infoe.de/web/images/stories/pdf/infoe_waldstudie_final_net.pdf, Páginas 68-69 (consultado por última vez el 
21/06/17)]. 
112 observaciones de tierra Digna durante la reunión de múltiples partes interesadas celebrada el 9 de marzo de 2016 en Bogotá (véase 
el acta de la conversación de los grupos de enfoque durante las reuniones de múltiples partes interesadas con representantes de las insti-
tuciones nacionales de derechos humanos de Bolivia, Perú, Paraguay, Guatemala, Ecuador, México y Colombia, así como con las oficinas 
regionales de la Defensoría colombiana para La Guajira y Cesar en Bogotá).
113 Véase el acta de la conversación con la empresa Drummond de Cesar; véase el acta de la conversación con la empresa Cerrejón de La 
Guajira.
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5 Superación de los vacíos en materia de 
 responsabilidad a través de los actores
Las empresas alemanas y europeas están vincu-
ladas con la minería de carbón colombiana a tra-
vés de sus cadenas de suministro. Esto ocasiona 
que las empresas involucradas y los organismos 
del Estado en ambos extremos de las cadenas 
de suministro sean responsables por los efectos 
de la producción carbonífera sobre los derechos 
humanos en las zonas de extracción minera, sobre 
todo en los departamentos colombianos de Cesar 
y La Guajira. 
Al considerar los efectos sobre los derechos 
humanos de la minería de carbón, se plantea la 
cuestión de cómo está estructurado el conjunto 
de actores que pueden tener influencia sobre el 
manejo de esos efectos. Las obligaciones surgen 
para el Estado en el que tienen lugar las operacio-
nes, es decir, para la nación colombiana, incluidas 
todas las entidades del Estado en los departamen-
tos. Asimismo, también tienen obligaciones las 
empresas que realizan la extracción minera, es 
decir, mayormente consorcios mineros extranjeros 
que operan en Colombia, así como las empresas 
que compran el carbón extraído. A las institucio-
nes nacionales de derechos humanos les corres-
ponde un papel cada vez más importante, tanto en 
los Estados de origen como en los Estados recep-
tores e incluso en otros países de Latinoamérica. 
otra cuestión esencial consiste en las posibilida-
des que tienen las comunas afectadas para actuar, 
además de la pregunta referente a la función y al 
impacto de la sociedad civil en los departamentos, 
en la región y a escala internacional.
Las instituciones nacionales de derechos humanos 
vigilan la legislación y la implementación de las 
leyes, asesoran a sus gobiernos, participan en los 
procesos con múltiples partes interesadas y for-
mulan también recomendaciones a las empresas. 
En la mayoría de los países las instituciones nacio-
nales de derechos humanos también procesan 
los reclamos de personas individuales o grupos, y 
podrían desempeñar un papel clave en la supera-
ción de los vacíos en materia de responsabilidad. 
A través de sus redes llegan a lugares en los que 
las operaciones empresariales causan efectos 
negativos relevantes para los derechos humanos, 
están potencialmente en relación directa con las 
personas afectadas y los causantes y gozan, ade-
más, de gran legitimidad y credibilidad. A menudo 
tienen oficinas en departamentos distantes, como 
ocurre también con la Defensoría colombiana, y 
se encuentran, por consiguiente, muy cerca de las 
operaciones que generan efectos negativos sobre 
los derechos humanos. Sin embargo, las oficinas 
de las organizaciones de protección de los dere-
chos humanos en los departamentos colombianos 
disponen hasta ahora de pocos recursos para tra-
bajar de forma preventiva. Por tal motivo, actúan 
más bien con base en los reclamos recibidos. 
Asimismo, normalmente se ocupan muy poco del 
tema de la economía y los derechos humanos y de 
los Principios Rectores de las Naciones Unidas. En 
consecuencia, es necesario dotarlas de una mayor 
capacidad y de mayores recursos, por ejemplo, 
más personal y capacitación en la gestión de pro-
blemas de derechos humanos relacionados con la 
economía. Solo entonces, las instituciones nacio-
nales de derechos humanos podrían apoyar a las 
comunidades, asesorar a las empresas en materia 
de derechos humanos y desarrollar una supervi-
sión in situ de las actividades empresariales que 
afectan a los derechos humanos. 
No obstante, es posible comprobar la gran exten-
sión y las densas interrelaciones de esta red. Por 
ello, en el futuro podría equiparse para llevar a 
cabo la misión de supervisar las actividades eco-
nómicas y transmitir información a lo largo de las 
cadenas de suministro. Por ejemplo, en Colombia 
está cambiando el papel de la Defensoría. En La 
Guajira se han establecido entretanto estrechos 
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contactos entre la oficina de derechos huma-
nos del departamento, la empresa Cerrejón, los 
municipios afectados y la sociedad civil. tanto la 
sociedad civil en los departamentos como también 
las propias comunidades ven en la Defensoría 
una entidad con gran legitimidad y credibilidad. 
Lo contrario de lo que ocurre con el Estado y las 
empresas. también las empresas esperan que la 
Defensoría desempeñe un papel de mediación que 
en parte está cumpliendo también. 
Las instituciones nacionales de derechos huma-
nos de los diferentes países latinoamericanos 
están vinculadas formalmente mediante diferentes 
estructuras asociativas como, por ejemplo, la red 
de autoridades de defensores del pueblo y la red 
de instituciones nacionales de derechos humanos 
en Norteamérica, Centroamérica y Sudamérica. 
A pesar de ello, la cooperación entre ellas es 
relativamente escasa, sobre todo en el ámbito de 
la economía y los derechos humanos. 
Los Estados receptores de empresas en Latino-
américa se han ocupado hasta ahora de los 
efectos de las actividades empresariales sobre 
los derechos humanos actuando sobre todo 
como Estados individuales. Esto constituye una 
fortaleza en tanto las instituciones nacionales 
de derechos humanos en los Estados receptores 
han desarrollado un conocimiento experto de los 
efectos negativos en el lugar y pueden adoptar las 
medidas correspondientes. No obstante, el cono-
cimiento experto y las medidas locales no son 
suficientes para disminuir los efectos perjudiciales 
reales y potenciales sobre los derechos humanos. 
Las instituciones de derechos humanos de Lati-
noamérica manifiestan una serie de necesidades 
en la coordinación regional. Cuando la misma 
empresa realiza actividades en diferentes países, 
es indispensable un intercambio de información 
entre las instituciones nacionales de derechos 
humanos acerca de las posibilidades de acción. 
Dado que suelen ocurrir problemas similares 
en diferentes países, resulta también razonable 
implementar conjuntamente las medidas que 
garanticen actuaciones acordes con la obligación 
de debida diligencia por parte de las empresas. 
De igual modo deberían establecerse métodos en 
común para el diálogo de las partes interesadas 
y el cumplimiento de las recomendaciones. 
Mediante la cooperación regional se podría lograr 
también que las organizaciones regionales y 
supranacionales adopten medidas reguladoras 
como, por ejemplo, la Unión Europea o la Unión 
Africana. también podría considerarse la posibili-
dad de dictámenes conjuntos o de asesoramien-
tos y trabajos de lobby conjuntos dentro de los 
sistemas regionales de protección de derechos 
humanos.
otro potencial radica en la cooperación transna-
cional entre las instituciones nacionales de dere-
chos humanos del Estado receptor y del Estado de 
origen. Así, por ejemplo, las instituciones naciona-
les de derechos humanos de los países importa-
dores podrían suministrar datos no disponibles en 
las instituciones asociadas en los Estados recepto-
res como podría ser la información de qué empre-
sas forman parte de las cadenas de suministro en 
las operaciones empresariales y cuáles son sus 
efectos en el lugar.
Sin embargo, las instituciones nacionales de dere-
chos humanos por sí solas no pueden superar los 
vacíos en materia de responsabilidad. Las organi-
zaciones de la sociedad civil (es decir, las organi-
zaciones no gubernamentales, oNG) desempeñan 
también un papel importante en la medida en que, 
de forma similar a lo que ocurre con las institu-
ciones nacionales de derechos humanos, sean 
llamadas a participar como expertos externos en 
las tareas de elaboración de mecanismos para 
velar por el cumplimiento de las obligaciones de 
debida diligencia de las empresas. Estas organiza-
ciones pueden constituir un recurso importante, 
independiente y experto para las empresas que les 
permitiría calcular correctamente los efectos de 
sus actividades comerciales. 
En particular, las oNG locales conocen muy bien 
los contextos específicos de su región y de su 
país, las condiciones generales en el ámbito de la 
política y determinados campos empresariales. 
Por su proximidad con las comunidades disponen 
de conocimientos especializados y pueden escu-
char los problemas de las personas afectadas. 
Las oNG internacionales, así como aquellas en 
los Estados de origen, representan así un contra-
peso importante con respecto a las expectativas 
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empresariales y las perspectivas del Estado en 
los procesos políticos. Para evitar los déficits de 
legitimación y no anteponer sus objetivos políticos 
a los intereses de los titulares de los derechos, las 
oNG deberían estar continuamente en sintonía 
con las comunidades y conocer sus necesidades. 
La colaboración de las sociedades civiles trans-
nacionales puede contribuir al control político en 
los ámbitos de economía y derechos humanos, si 
las oNG informan y movilizan a la opinión pública 
en ambos extremos de la cadena de suministro. 
Desde el punto de vista de los derechos humanos, 
es central el hecho de lograr que las perspectivas 
de los reclamantes de derechos locales se den a 
conocer, y evitar así que sean exclusivamente las 
oNG del norte global las que defiendan los intere-
ses de las personas del sur global.
El hecho de que las empresas del Estado de origen 
estén vinculadas a través de la importación del 
carbón con las operaciones en el Estado receptor, 
las hace corresponsables de los efectos perjudi-
ciales en materia de derechos humanos. también 
existe responsabilidad cuando la empresa no tiene 
una relación directa con dichos efectos, basta 
para ello su integración a través de la cadena de 
suministro. Para superar los vacíos en materia 
de responsabilidad, las empresas del Estado de 
origen necesitan disponer de posibilidades de 
influencia en los proveedores que operan en otros 
Estados. ya hay aproximaciones entre algunas 
empresas del Estado de origen y empresas del 
Estado receptor como, por ejemplo, a través de 
proyectos conjuntos in situ de responsabilidad 
social corporativa, como la asistencia técnica en la 
construcción de pozos entre Drummond y EnBW. 
Asimismo, las iniciativas como Bettercoal también 
contribuyen a elevar los estándares. 
Sin embargo, los procesos para asegurar el cum-
plimiento de las obligaciones de debida diligen-
cia en materia de derechos humanos que están 
realizando las empresas en los Estados de origen 
no son suficientes para abarcar exhaustivamente 
los problemas que ocurren in situ ni para brindar 
una respuesta acorde. En efecto, según los Princi-
pios Rectores de las Naciones Unidas, los Estados 
de origen no tienen la obligación de proteger los 
derechos humanos más allá de su jurisdicción. A 
pesar de ello, los Principios Rectores de las Nacio-
nes Unidas exigen que los Estados agoten toda la 
gama de las medidas de prevención y reparación 
admisibles. No obstante, para las víctimas de vio-
laciones a los derechos humanos en los Estados 
receptores surgen enormes obstáculos cuando 
reclaman soluciones en los Estados de origen.114 
Asimismo, los Estados de origen tienen la función 
de adaptar sus estrategias de extracción de mine-
rales de tal modo que las prácticas locales, sobre 
todo los estilos de vida y las costumbres económi-
cas, no se vean desplazadas por esas actividades 
extractivas. Con la complejidad cada vez mayor 
de las cadenas de suministro transnacionales, 
las estrategias nacionales para la obtención de 
materias primas deben tener en cuenta también 
los efectos transnacionales. Junto con la sosteni-
bilidad, que a menudo ya está integrada en esas 
estrategias, aquí se deberían incluir también las 
obligaciones en materia de derechos humanos y 
las condiciones económicas antes, durante y des-
pués de que concluya la extracción de minerales.
Las empresas deben cumplir con su responsabi-
lidad en cuanto al respeto de los derechos huma-
nos. Por tal motivo, las empresas en el Estado 
receptor como, por ejemplo, Cerrejón y Drum-
mond, deberían solicitar la opinión especializada 
de expertos independientes en derechos humanos 
e informar acerca de cómo estos conocimientos 
especializados se integran a los procesos empre-
sariales. En esos casos, las empresas no deberían 
quedarse en el plano de las declaraciones de 
principios, sino modificar sus actividades empre-
sariales de tal manera que se aspire a lograr una 
114 Los obstáculos prácticos, procesales, materiales y jurídicos que existen en la actualidad son descritos en la obra de Wesche, Phi-
lipp / Saage-Maaß, Miriam (2016): Holding Companies Liable for Human Rights Abuses Related to Foreign Subsidiaries and Suppliers 
before German Civil Courts: Lessons from Jabir and others v KiK. (Exigencia de responsabilidades a las empresas ante tribunales civiles 
alemanes por abusos de los derechos humanos cometidos por subsidiarias extranjeras: Lecciones del caso Jabir and others v KiK). En 
Human Rights Law Review 16 (2), páginas 370–385; Krajewski, Markus / oehm, Franziska / Saage-Maaß, Miriam (editora) (se publicará 
próximamente): Zivil- und Strafrechtliche Haftung von Unternehmen für Menschenrechtsverletzungen (Responsabilidad civil y penal de 
empresas por violaciones a los derechos humanos).
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situación más favorable para las personas afecta-
das y esto pueda comprobarse. 
Los análisis de riesgos en materia de derechos 
humanos realizados por las empresas deberían 
identificar los riesgos para las personas y sus 
derechos en peligro, en principio independien-
temente de cualquier perjuicio para la empresa 
como, por ejemplo, los pagos de reparaciones o 
los costos de mitigar las consecuencias de esos 
riesgos. En este caso, las empresas deberían 
cumplir con el orden jerárquico Evitar – Reducir – 
Mitigar – Remediar115 de forma rigurosa: si en un 
principio se observa que una actividad empresarial 
puede tener consecuencias perjudiciales para 
los derechos humanos, esa actividad no debería 
realizarse. Asimismo, las empresas en el Estado 
de origen, como E.oN, RWE, Vattenfall y EnBW, 
deberían participar en la elaboración de dicho con-
cepto de riesgo y en los procesos de cumplimiento 
de obligaciones de debida diligencia correspon-
dientes para ejercer su influencia con el fin de 
que esos procesos lleguen a ejecutarse. En estas 
cuestiones, la empresa en el Estado de origen 
puede y debería también consultar con expertos 
independientes en materia de derechos humanos.
El Estado receptor debería ejercer sus facultades 
de supervisión y control de las actividades mine-
ras de forma efectiva y, en particular, garantizar 
la imparcialidad de sus autoridades regionales. 
Además, debería ocuparse de vigilar no solo los 
aspectos medioambientales y sociales, sino tam-
bién el aspecto de los derechos humanos. En este 
sentido deberían encargarse estudios acerca de 
las condiciones de vida y las necesidades de las 
comunidades. En todos los casos, estos estudios 
deberían ser independientes de las empresas y 
sus resultados deberían triangularse116. 
Al otorgar una licencia se debería exigir el cum-
plimiento de normas sociales y el respeto de los 
derechos humanos. De este modo, por ejemplo, 
las normas sobre el medio ambiente deberían for-
mar parte de los planes de cierre de minas. En la 
actualidad, las autoridades regionales del Estado 
en Colombia no tienen capacidad suficiente para 
procesar los reclamos. La causa de esta insufi-
ciencia radica en que hay demasiadas entidades 
diferentes encargadas de responder a los recla-
mos y sus competencias no están establecidas 
de forma transparente, por lo que remiten a las 
personas afectadas de una entidad a otra dentro 
del conjunto de autoridades del Estado. En este 
caso, un mecanismo debería garantizar que todos 
los reclamos puedan procesarse con rapidez y 
transparencia, por ejemplo, obligando a la entidad 
que recibe un reclamo a realizar el seguimiento 
correspondiente y actuar con transparencia res-
pecto a los solicitantes.
 Asimismo, las entidades del Estado no deberían 
limitarse a reaccionar frente a los reclamos, sino 
que deberían actuar de forma preventiva. A este 
fin es conveniente estructurar una colaboración 
estrecha con la institución nacional de derechos 
humanos y con las organizaciones de la sociedad 
civil. El fortalecimiento de las estructuras regio-
nales para que tomen medidas preventivas, así 
como un procesamiento más eficaz de los recla-
mos en el sector carbonífero deberían también ser 
parte de la aplicación del Plan Nacional de Acción 
colombiano. 
En la elaboración de los planes de desarrollo 
regionales, el Estado receptor debería involucrar 
activamente a científicos expertos en postextrac-
tivismo y sobre todo a la población, y, al hacerlo, 
tener en cuenta en particular las prácticas locales 
existentes. Asimismo, el Estado receptor debe-
ría manejar de forma transparente los ingresos 
obtenidos a partir de la explotación minera y rein-
vertir esos ingresos para garantizar los derechos 
económicos, sociales y culturales en las regiones 
115 En referencia a la distinción entre «reducir» y «mitigar» cabe mencionar que la reducción aplica a los riesgos, mientras que la mitigación 
se refiere a las consecuencias: cuando las consecuencias perjudiciales no puedan evitarse, entre varias opciones se deberá seleccio-
nar la que sea menos invasiva. En el caso de la reducción, el foco de atención se centra en el ámbito de «no hacer daño», es decir, en 
abstenerse de cometer actos perjudiciales, una omisión. En cambio, mitigar debe interpretarse como una acción destinada a lograr que 
una intervención inevitable genere menos perjuicios. [Véase the Danish institute for Human Rights (2016), página 21, donde se habla de 
«evitar-reducir-restaurar-remediar»; véase también Bleckmann, Philipp / Koalick, Madeleine / Utlu, Deniz (2015), página 13].
116 En este caso, el concepto de triangulación tiene un significado sociológico como estrategia de la investigación social empírica. 
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de extracción minera. Proceder de este modo se 
evidencia como una cuestión urgente, dado que 
los ingresos que desaparecerían tras el cierre de 
la mina a duras penas pueden ser compensados 
por otros sectores económicos en la región. 
todos los actores en el Estado de origen y en el 
Estado receptor pueden contribuir a mejorar la 
situación de los derechos humanos y proteger de 
forma permanente esos derechos en las zonas de 
extracción de carbón. Para lograrlo, es esencial 
mejorar el flujo de información y las opciones de 
acción en el contexto transnacional y propiciar 
un trato de igual a igual entre los participantes 
incluidos en el diálogo, en particular las comunida-
des afectadas y las empresas operativas, teniendo 
siempre presente el hecho de que la extracción de 
minerales terminará un día. 
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Abreviaturas
BCE Las siglas de Bergbau, Chemie, Energie 
en alemán (Minería, Química, Energía)
BHP Broken Hill Proprietary Company Limited
BMWi Bundesministerium für Wirtschaft und 
Energie (Ministerio Federal de Economía 
y Energía)
BMZ Bundesministerium für wirtschaftliche 
Zusammenarbeit und Entwicklung (Mi-
nisterio Federal para el Desarrollo y la 
Cooperación Económica)
CREER Centro Regional de Empresas y Empren-
dimientos Responsables 
CSR Corporate Social Responsibility (Respon-
sabilidad Social Corporativa)
Dane Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (la agencia de estadísticas 
oficial del Estado) 
DIMR Deutsches institut für Menschenrechte 
(instituto Alemán de Derechos Humanos)
EITI Extractive industries transparency initia-
tive (iniciativa para la transparencia en el 
sector de industrias extractivas)
EnBW Energie Baden‐Württemberg AG
FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia
FES Fundación Friedrich Ebert
ICESCR international Covenant on Economic, 
Social and Cultural Rights (Pacto interna-
cional de derechos económicos, sociales 
y culturales)
KIK Empresa textilien und Non-Food GmbH
NMRI institución Nacional de Derechos Huma-
nos
NU Naciones Unidas 
OCDE organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos
OIT organización internacional del trabajo
ONG organización-no gubernamental
PIB Producto interno bruto
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo
RWE Empresa Rheinisch-Westfälisches Elektri-
zitätswerk AG
SIMCO Sistema de información Minero Colom-
biano
SOMO Stichting onderzoek Multinationale 
ondernemingen (Centro de investigación 
para empresas multinacionales)
STEAG Empresa Steinkohlen-Elektrizität AG
UNGP United Nations Guiding Principles for 
Business and Human Rights (Principios 
Rectores sobre las empresas y los dere-
chos humanos de las Naciones Unidas) 
WSK Wirtschaftliche, soziale und kulturelle 
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